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INFORME DE CONCILIACIÓN  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 097 DE 

2015 CÁMARA, 120 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se establecen normas de pro-
tección y garantías contra abusos hacia los usuarios 
de los servicios públicos de energía y gas y se dictan 
otras disposiciones en materia de protección de los 

usuarios de servicios públicos.
Bogotá, D. C., junio 15 de 2017
Honorable Senador
ÓSCAR MAURICIO LIZCANO ARANGO
Presidente Senado de la República
Honorable Representante
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidente Cámara de Representantes
Referencia: Informe de conciliación al Proyecto 

de ley número 097 de 2015 Cámara, 120 de 2016 
Senado, por medio de la cual se establecen normas 
de protección y garantías contra abusos hacia los 
usuarios de los servicios públicos de energía y gas y 
se dictan otras disposiciones en materia de protec-
ción de los usuarios de servicios públicos.

Honorables Presidentes:
De acuerdo con las designaciones efectuadas por 

las Presidencias del Honorable Senado de la Repú-
blica y de la Honorable Cámara de Representantes, 
y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
161 de la Constitución Política y 186 de la Ley 5ª de 
1992, los suscritos integrantes de la Comisión Ac-
cidental de Conciliación, nos permitimos someter, 
por su conducto, a consideración de las Plenarias del 
Senado y de la Cámara de Representantes para con-
tinuar su trámite correspondiente, el texto conciliado 
del proyecto de ley de la referencia.

CONCILIACIÓN DE LOS TEXTOS APROBA-
DOS EN PLENARIA DE CÁMARA DE REPRE-
SENTANTES Y SENADO DE LA REPÚBLICA

Con el fin de dar cumplimiento a la designa-
ción, después de un análisis, hemos decidido aco-
ger en su totalidad el texto aprobado en segundo 
debate por la Plenaria del honorable Senado de la 
República.

La Comisión Accidental de Conciliación conclu-
yó que este texto recogía en mayor medida las obser-
vaciones, que respecto al proyecto habían presentado 
los honorables congresistas tanto de cámara como de 
senado.

PROPOSICIÓN
Con fundamento en las anteriores consideracio-

nes, los suscritos conciliadores, solicitamos a las ho-
norables Plenarias del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes, aprobar el Proyecto de 
ley número 097 de 2015 Cámara, 120 de 2016 Se-
nado, por medio de la cual se establecen normas de 
protección y garantías contra abusos hacia los usua-
rios de los servicios públicos de energía y gas y se 
dictan otras disposiciones en materia de protección 
de los usuarios de servicios públicos, conforme con 
el texto aprobado por la Plenaria del Senado de la 
República, el cual se anexa a esta conciliación como 
parte integral de la misma.
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TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 120 DE 2016 SENADO  

097 DE 2015 CÁMARA

por medio de la cual se establecen normas de protec-
ción y garantías contra abusos hacia los usuarios de 
los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras 

disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Esta ley tiene como objeto comple-
mentar los instrumentos legales existentes para pro-
teger, promover y garantizar el libre ejercicio de los 
derechos de los suscriptores y/o usuarios de los ser-
vicios públicos domiciliarios, así como amparar sus 
derechos fundamentales y sus intereses económicos 
a la luz de la jurisprudencia.

Artículo 2°. Adiciónese un nuevo artículo en el 
Título VIII, Capítulo IV de la Ley 142 de 1994, el 
cual quedará así:

Artículo 145A. De la revisión de las redes inter-
nas y/o equipos de medición. Cuando se surtan re-
visiones por solicitud del usuario, de la Empresa de 
Servicios Públicos Domiciliarios o por situaciones 
contempladas en la ley o el Contrato de Condiciones 
Uniformes de las redes internas y/o equipos de medi-
ción y se evidencien y/o dictaminen anomalías o no 
conformidades en el acta de prueba; que conlleven a 
realizar cambios o adecuaciones técnicas inherentes 
al usuario, los que se deberán hacer en los siguien-
tes 45 días contados a partir de dicha revisión. Es 
autonomía de los usuarios o suscriptores escoger li-
bremente con quién, siempre que esté debidamente 

-

funcionamiento de las redes internas y/o del equipo 
de medida, de conformidad a lo consignado en la res-
pectiva acta.

Parágrafo. Después de 45 días de haber sido en-
tregado el informe de que trata el inciso anterior, y 
el usuario no haya tomado las acciones necesarias, 
la empresa realizará las correcciones y/o ajustes re-
portados, con cargo a la factura del usuario o sus-

conforme a lo estipulado en la Ley 1437 de 2011.

En cualquier circunstancia dichas revisiones no 
podrán cobrarse al usuario.

Artículo 3°. Modifíquese el numeral 73.10 del ar-
tículo 73 de le Ley 142 de 1994, el cual quedará así:

73.10. Aprobar o improbar en su integridad la 
legalidad de las condiciones uniformes de los con-
tratos de servicios públicos domiciliarios que se so-
metan a su consideración; y sin perjuicio de las fun-
ciones atribuidas a la Superintendencia de Industria 
y Comercio como autoridad de la libre competen-
cia, revisar todas aquellas estipulaciones que puedan 
considerarse abusivas o restrictivas de la competen-
cia. Las comisiones podrán limitar por vía general, la 

duración de los contratos que celebren las empresas 
de servicios públicos, para evitar que se limite la po-
sibilidad de competencia.

La actualización y adecuación de las condiciones 
pactadas en los contratos de condiciones vigentes, 
serán igualmente revisadas y aprobadas por la comi-
sión reguladora respectiva.

Artículo 4°. Adiciónense los siguientes parágra-
fos al artículo 96 de la Ley 142 de 1994, los cuales 
quedarán así:

Parágrafo 1°. Uso de medios tecnológicos. 
Cuando la reconexión y reinstalación sea realiza-
da con medios tecnológicos que impliquen lectura 
o gestión remota no física, no dará lugar a cobros 
por este concepto según el caso cuando aplique. 
En el caso de usuarios residenciales de los estra-
tos a los que no se les haya eliminado los cobros 
por reconexión del servicio, solo podrán ser apli-
cados-cobrados, cuando el costo o el valor de los 
mismos, sea menor al consumo facturado del ser-
vicio. Cuando el usuario adeude 2 o más periodos 
de facturación y la empresa de servicios públicos 
domiciliarios suspenda el servicio, se aplicará el 
cobro de reconexión

Parágrafo 2°. Las Comisiones de Regulación 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la sanción 
y publicación de la presente ley deberán expedir los 
actos administrativos correspondientes que establez-

reconexión y reinstalación que deberán pagar los 
usuarios, para lo cual tendrán en cuenta las particu-
laridades de cada servicio y de cada región, así como 
la tecnología empleada y los diferentes costos aso-
ciados.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 153 de la Ley 
142 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 153. Todas las empresas ofrecerán sis-
temas de peticiones, quejas, recursos y reclamos en 
todos los municipios donde presten servicios a través 
de medios físicos o digitales.

Artículo 6°. Vigencia y derogatoria. La presen-
te ley entrará en vigencia a partir de la fecha de su 
promulgación, y deroga todas aquellas disposiciones 
que le sean contrarias.
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INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 212 DE 2016 CÁMARA, 102 

DE 2015 SENADO
por medio de la cual se regula la instalación y pues-
ta en marcha de sistemas automáticos, semiautomá-
ticos y otros medios tecnológicos para la detección 

de infracciones y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 15 de junio de 2017
Honorable Senador
ÓSCAR MAURICIO LIZCANO ARANGO
Presidente Senado de la República
Honorable Representante
MIGUEL ÁNGEL PINTO
Presidente Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
Referencia: Informe de conciliación 212 de 

2016 Cámara, 102 de 2015 Senado, por medio de 
la cual se regula la instalación y puesta en marcha 
de sistemas automáticos, semiautomáticos y otros 
medios tecnológicos para la detección de infraccio-
nes y se dictan otras disposiciones.

Señores Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por las 

Presidencias del Honorable Senado de la República 
y de la Honorable Cámara de Representantes, y de 
conformidad con los artículos 161 de la Constitución 
Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos 
Senadores y Representantes integrantes de la Comi-
sión de Conciliación, nos permitimos someter por su 
conducto a consideración de las Plenarias de Sena-
do y de la Cámara de Representantes para continuar 
el trámite correspondiente, el texto conciliado del 
proyecto de ley de la referencia, dirimiendo de esta 
manera las discrepancias existentes entre los textos 
aprobados por las respectivas Plenarias del Senado 
de la República y la Cámara de Representantes.

Para cumplir con nuestro cometido, procedimos a 
realizar un estudio comparativo de los textos aproba-
dos en las respectivas Cámaras y, una vez analizado 
su contenido, anexando el texto propuesto.

De los honorables Congresistas,

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 212 DE 2016 CÁMARA,  

102 DE 2015 SENADO

por medio de la cual se regula la instalación y puesta 
en operación de sistemas automáticos, semiautomá-
ticos y otros medios tecnológicos para la detección 

de infracciones y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto regular la instalación, adecuada señalización, 
puesta en operación de sistemas automáticos, se-
miautomáticos y otros medios tecnológicos para la 

dictan otras disposiciones.

Se entenderá por sistemas automáticos y se-
miautomáticos y otros medios tecnológicos a to-
das las ayudas tecnológicas como cámaras de ví-
deo y equipos electrónicos de lectura que permitan 

conductor, de que trata el parágrafo 2° del artículo 
129 de la Ley 769 de 2002 Código Nacional de 
Tránsito Terrestre.

Artículo 2°. Criterios para la instalación y pues-
ta en operación. Todo medio técnico o tecnológico 
para la detección de presuntas infracciones al tránsi-
to que se encuentre en operación o que se pretenda 
instalar deberá cumplir con los criterios técnicos que 
para su instalación u operación establezca el Minis-
terio de Transporte en conjunto con la Agencia de 
Seguridad Vial. Dichas entidades tendrán 180 días 
para expedir la reglamentación.

Sin perjuicio de lo establecido en la presente 
ley, los sistemas automáticos, semiautomáticos y 
otros medios tecnológicos, que se encuentren en 
funcionamiento y los que se pretendan instalar, 
deberán contar con autorización del Ministerio 
del Transporte, la cual se expedirá de acuerdo con 

contra los planes de seguridad vial de las entida-
des territoriales.

Los que ya se encuentren en funcionamiento ten-
drán un plazo de 180 días para tramitar la autoriza-
ción después de la reglamentación.

Artículo 3°. Autoridad competente para la veri-
 

La Superintendencia de Puertos y Transporte tendrá 
como función:

-

Transporte y la Agencia de Seguridad Vial, en el 
evento de encontrar incumplimientos por parte de 
la autoridad de tránsito en dichos criterios podrá 
iniciar investigación correspondiente la cual podrá 
concluir con la suspensión de las ayudas tecno-
lógicas hasta tanto cumplan los criterios técnicos 
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CAPÍTULO II
Procedimiento para expedir órdenes de compa-

rendos apoyados en Sistemas Automáticos,  
Semiautomáticos y otros medios tecnológicos
Artículo 4°. Competencia para expedir órdenes 

de comparendos. Solo las autoridades de tránsito a 
que hace referencia el Código Nacional de Tránsito, 
son las competentes para expedir y recaudar órdenes 
de comparendos por infracciones de tránsito ocurri-
das en su jurisdicción.

No podrá entregarse dicha facultad ni por dele-
gación ni mediante convenio a ninguna entidad de 
naturaleza privada.

CAPÍTULO III
Disposiciones generales, vigencias  

y derogatorias
Artículo 5°. Adiciónese un parágrafo al artículo 

7° de la Ley 769 de 2002, Código Nacional de Trán-
sito, el cual quedará así:

Parágrafo 5°. La contratación con privados para 
la implementación de ayudas tecnológicas por par-
te de las autoridades de tránsito deberá realizarse 
conforme las reglas que para tal efecto dicten las 
normas de contratación estatal. La remuneración a 
la inversión privada para la instalación y puesta en 
operación de sistemas automáticos, semiautomáticos 
y otros medios tecnológicos para la detección de in-
fracciones no podrá superar en ningún caso el 10% 
del recaudo.

Artículo 6°. Las autoridades de tránsito territorial 
podrán instalar y operar la infraestructura de los sis-
temas automáticos, semiautomáticos y otros medios 
tecnológicos para la detección de infracciones dentro 
de su jurisdicción.

Artículo 7°. Adiciónese el parágrafo 2 al artículo 
136 de la Ley 769 de 2002 el cual quedará así:

Parágrafo 2°. Cuando se demuestre que la orden 
de comparendo por infracción a las normas de tránsito 
detectada por sistemas automáticos, semiautomáticos 

-

la reducción de la sanción comenzarán a correr a partir 

Artículo 8°. Procedimiento ante la comisión de 
una contravención detectada por el sistema de ayu-
das tecnológicas, la autoridad de tránsito debe seguir 
el procedimiento que se describe a continuación:

El envío se hará por correo y/o correo electrónico, 
en el primer caso a través de una empresa de correos 
legalmente constituida, dentro de los tres (3) días há-
biles siguientes a la validación del comparendo por 
parte de la autoridad, copia del comparendo y sus 
soportes al propietario del vehículo y a la empresa a 
la cual se encuentra vinculado; este último caso, en 
el evento de que se trate de un vehículo de servicio 

-
car al propietario del vehículo en la última dirección 
registrada en el RUNT, la autoridad deberá hacer 

comparendo.
Una vez allegada a la autoridad de tránsito del res-

pectivo ente territorial donde se detectó la infracción 
con ayudas tecnológicas se le enviará al propietario 
del vehículo la orden de comparendo y sus sopor-
tes en la que ordenará presentarse ante la autoridad 
de tránsito competente dentro de los once (11) días 
hábiles siguientes a la entrega del comparendo, con-
tados a partir del recibo del comparendo en la última 
dirección registrada por el propietario del vehículo 
en el Registro Único Nacional de Tránsito, para el 
inicio del proceso contravencional, en los términos 
del Código Nacional de Tránsito.

Parágrafo 1°. El propietario del vehículo será so-
lidariamente responsable con el conductor, previa su 
vinculación al proceso contravencional, a través de 

-
vistos en el presente artículo, permitiendo que ejerza 
su derecho de defensa.

Parágrafo 2°. Los organismos de tránsito podrán sus-
cribir contratos o convenios con entes públicos o priva-

-

Parágrafo 3°. Será responsabilidad de los propie-
tarios de vehículos actualizar la dirección de noti-

-
sito (RUNT), no hacerlo implicará que la autoridad 
enviará la orden de comparendo a la última direc-
ción registrada en el RUNT, quedando vinculado al 

las decisiones subsiguientes en el mencionado pro-
ceso. La actualización de datos del propietario del 
vehículo en el RUNT deberá incluir como mínimo la 

b) Número telefónico de contacto; c) Correo elec-

Ministerio de Transporte.
Artículo 9°. Normas complementarias. En lo que 

respecta a las demás actuaciones que se surten en el 
procedimiento administrativo sancionatorio, se re-
girá por las disposiciones del Código Nacional de 
Tránsito y en lo no regulado por esta, a lo dispuesto 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo.

Artículo 10. De los sistemas automáticos, se-
miautomáticos y otros medios tecnológicos para 
la detección de infracciones. En las vías nacionales, 
departamentales y municipales, en donde funcionen 
sistemas automáticos, semiautomáticos y otros me-
dios tecnológicos para la detección de infracciones, 
se deberá adicionar en la vía señales visibles que in-
formen que es una zona vigilada por cámaras o radar, 
localizadas antes de iniciar estas zonas.

Las zonas deberán ser establecidas con base en 
los estudios técnicos, por parte de las autoridades de 

-
nisterio de Transporte conforme al artículo segundo 
de la presente ley. Para las vías nacionales en donde 
operen sistemas tecnológicos automáticos o semiau-
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velocidad, la señal tendrá que ubicarse con una ante-
lación de 500 metros de distancia

Artículo 11. Caducidad. El artículo 161 de la Ley 
769 de 2002 quedará así:

Artículo 161. Caducidad. La acción por contra-
vención de las normas de tránsito, caduca al año (1), 
contado a partir de la ocurrencia de los hechos que 
dieron origen a ella. En consecuencia, durante este 
término se deberá decidir sobre la imposición de la 
sanción, en tal momento se entenderá realizada efec-
tivamente la audiencia e interrumpida la caducidad.

La decisión que resuelve los recursos, de ser pro-
cedentes, deberá ser expedida en un término de un 
(1) año contado a partir de su debida y oportuna in-
terposición, si los recursos no se deciden en el térmi-

a favor del recurrente.
La revocación directa solo podrá proceder en 

forma supletiva al proceso contravencional y en el 
evento de ser resuelta a favor de los intereses del pre-
sunto infractor sus efectos serán a futuro, iniciando 
la contabilización de la caducidad a partir de la no-

-

contar con los términos establecidos en la ley para la 
obtención de los descuentos establecidos en la ley 
o la realización de la audiencia contemplados en el 
Código Nacional de Tránsito.

Artículo 12. Comparecencia virtual. Dentro de los 
seis meses siguientes a la vigencia de esta ley, quienes 
operen sistemas automáticos y semiautomáticos para 
detectar infracciones de tránsito, implementará igual-
mente mecanismos electrónicos que permitan la com-
parecencia a distancia del presunto infractor.

Artículo 13. Requisitos técnicos. La autoridad Na-
cional de Tránsito, se asegurará de que, para la instala-
ción de sistemas automáticos, semiautomáticos y otros 
medios tecnológicos para la detección de infracciones, 
se cumpla entre otras condiciones, lo siguiente:

1. Que su implementación hace parte de las acciones 
contenidas en el Plan Nacional y Territorial de Seguri-
dad Vial y en su construcción concurrieron los actores 
de tránsito que leyes y reglamentos hayan dispuesto.

2. Estar soportados en estudios y análisis reali-
zados por la entidad idónea sobre accidentalidad y 

-
libración y tipo de equipos; modalidad de operación 
y demás variables que determine el acto reglamenta-
rio del misterio.

3. Contar con un cuerpo de agentes de tránsito 
capacitado. Cuerpo que puede ser integrado por po-
licías especializados y/o personal de planta, de con-
formidad con lo establecido en la Ley 1310 de 2009.

4. La adecuada señalización a implementar para 
informar a las personas de la existencia de sistemas 
automáticos, semiautomáticos y otros medios tecno-
lógicos para la detección de infracciones.

Artículo 14. Laboratorios. Los laboratorios que 
se acrediten para prestar el servicio deberán demos-
trar la trazabilidad de sus equipos medidores de ve-

locidad conforme a los patrones de referencia nacio-

El servicio de trazabilidad de los equipos medido-
res de velocidad, se prestará con sujeción a las tarifas 
establecidas por dicho instituto,

Hasta tanto existan laboratorios acreditados en 
el territorio nacional, la calibración de los equipos, 
medidores de velocidad, estará a cargo del instituto 
nacional de metrología.

Artículo 15. Derogatorias. La presente ley dero-
ga las normas que le sean contrarias, en especial lo 
dispuesto en el artículo 86 de la Ley 1450 de 2011 y 
rige a partir de su promulgación.

* * *
INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
LEY NÚMERO 195 DE 2016 SENADO, 051 DE 

2015 CÁMARA

para adicionar y complementar las medidas de pro-
tección de la familia y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 14 de junio de 2017
Doctor
ÓSCAR MAURICIO LIZCANO ARANGO
Presidente
Senado de la República
Doctor
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidente
Cámara de Representantes
E. S. D.
Asunto: informe de conciliación al Proyecto 

ley número 195 de 2016 Senado, 051 de 2015 Cá-
mara, 
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de protección de la familia y se dictan otras dispo-
siciones.

Respetados Presidentes:
En consideración a la designación efectuada por 

las Presidencias del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes y con fundamento en lo 
dispuesto en los artículos 161 de la Constitución Po-
lítica y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Sena-
dores y Representantes a la Cámara, miembros de 
la Comisión Accidental de Conciliación, nos per-
mitimos someter, por su conducto, a consideración 
de las Plenarias del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes, para continuar su trámite 
correspondiente, el texto conciliado del proyecto de 
ley indicado en la referencia.

Los textos aprobados en la Plenaria de la Cámara 
de Representantes y del Senado de la República son 
los siguientes:

Texto aprobado en la plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto aprobado en la plenaria  
del Senado de la República

PROYECTO DE LEY NÚMERO 
195 DE 2016 SENADO, 051 DE 

2015 CÁMARA

y complementar las medidas de 
protección de la familia y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 
1° de la Ley 1361 de 2009, el cual 
quedará así:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley 
tiene por objeto fortalecer y garan-
tizar el desarrollo integral de la fa-
milia, como núcleo fundamental de 
la sociedad.
En desarrollo del objeto se contem-
pla como deber del Estado proveer 
a las familias y a sus integrantes, 
herramientas para potenciar sus re-
cursos afectivos, económicos, cul-
turales, de solidaridad y criterios de 
autoridad democrática, de manera 
que los programas de atención a la 
familia y a sus miembros prioricen 
su unidad y la activación de recur-
sos para que funcione como el ins-
trumento protector por excelencia 
de sus integrantes.
Artículo 2°. Adiciónese un artículo 
nuevo a la Ley 1361 de 2009, el cual 
quedará así:
Artículo 4A. Las acciones estata-
les dirigidas a proteger a personas 
en situación de vulnerabilidad o de 
violación de sus derechos deberán 
incluir atención familiar y activida-
des dirigidas a vincular a los miem-
bros de la familia a rutas de atención 
para acceder a programas de subsi-
dios, de salud, recreación, deporte 
y emprendimiento que mejoren su 
calidad de vida donde se les brinde 
recursos que les permita prevenir 
o superar condiciones de violencia  
o maltrato, inseguridad económica, 
desescolarización, explotación sexual

PROYECTO DE LEY NÚMERO 
195 DE 2016 SENADO, 051 DE 

2015 CÁMARA

y complementar las medidas de 
protección de la familia y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 
1° de la Ley 1361 de 2009, el cual 
quedará así:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley 
tiene por objeto fortalecer y garan-
tizar el desarrollo integral de la fa-
milia, como núcleo fundamental de 
la sociedad.
En desarrollo del objeto se contem-
pla como deber del Estado proveer 
a las familias y a sus integrantes, 
herramientas para potenciar sus re-
cursos afectivos, económicos, cul-
turales, de solidaridad y criterios de 
autoridad democrática, de manera 
que los programas de atención a la 
familia y a sus miembros prioricen 
su unidad y la activación de recur-
sos para que funcione como el ins-
trumento protector por excelencia 
de sus integrantes.
Artículo 2°. Adiciónese un artículo 
nuevo a la Ley 1361 de 2009, el cual 
quedará así:
Artículo 4A. Las acciones estata-
les dirigidas a proteger a personas 
en situación de vulnerabilidad o de 
violación de sus derechos deberán 
incluir atención familiar y activida-
des dirigidas a vincular a los miem-
bros de la familia a rutas de atención 
para acceder a programas de subsi-
dios, de salud, recreación, deporte 
y emprendimiento que mejoren su 
calidad de vida donde se les brinde 
recursos que les permita prevenir o 
superar condiciones de violencia o 
maltrato, inseguridad económica, 
desescolarización, explotación sexual

Texto aprobado en la plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto aprobado en la plenaria  
del Senado de la República

o laboral y abandono o negligen-
cia, uso de sustancias psicoactivas 
y cuidado de personas dependien-
tes en la atención de alguno de sus 
miembros.

sexual o laboral y abandono o negli-
gencia, uso de sustancias psicoacti-
vas y cuidado de personas depen-
dientes en la atención de alguno de 
sus miembros.

Las entidades encargadas de la pro-
tección de las familias y sus miem-
bros deberán conformar equipos 
transdisciplinares de acompaña-
miento familiar y diseñarán y pon-
drán en ejecución, en cada caso, un 
plan de intervención en el que se 
planeen las acciones a adelantar y 
los resultados esperados.
Parágrafo. De las actividades desa-
rrolladas se dejará constancia en un 
documento reservado denominado 
historia familiar, en el cual se regis-
trarán cronológicamente las razones 
de la intervención y las acciones 
ejecutadas. Dicho documento es 
de reserva y únicamente puede ser 
conocido por terceros en los casos 
previstos por la ley.
Las medidas de protección que 

separación del vínculo familiar, solo 
podrán ser tomadas una vez agotada 
la etapa de intervención sistémica 
en los términos de este artículo.

Artículo 3°. Adiciónese un artículo 
nuevo a la Ley 1361 de 2009 el cual 
quedará así:
Artículo 5A. Los empleadores y las 
personas que ejercen actividades 
por cuenta propia podrán adecuar 
los horarios laborales para facilitar 
el acercamiento del trabajador con 
los miembros de su familia, para 
atender sus deberes de protección 
y acompañamiento de su cónyuge 
o compañera(o) permanente, a sus 
hijos menores, a las personas de la 
tercera edad de su grupo familiar o 
a sus familiares dentro del 3° grado 
de consanguinidad que requiera del 
mismo; como también a quienes de 
su familia se encuentren en situación 
de discapacidad o dependencia.
El trabajador y el empleador podrán 

horario y las condiciones de trabajo 
para facilitar el cumplimiento de los 
deberes familiares mencionados en 
este artículo.
Parágrafo. Los empleadores debe-
rán facilitar, promover y gestionar 
una jornada semestral en la que sus 
empleados puedan compartir con su 
familia en un espacio suministrado 
por el empleador o en uno gestio-
nado ante la caja de compensación 
familiar con la que cuentan los em-
pleados. Si el empleador no logra 
gestionar esta jornada deberá permi-
tir que los trabajadores tengan este 
espacio de tiempo con sus familias 
sin afectar los días de descanso.

Las entidades encargadas de la pro-
tección de las familias y sus miem-
bros deberán conformar equipos 
transdisciplinares de acompaña-
miento familiar y diseñarán y pon-
drán en ejecución, en cada caso, un 
plan de intervención en el que se 
planeen las acciones a adelantar y 
los resultados esperados.
Parágrafo. De las actividades desa-
rrolladas se dejará constancia en un 
documento reservado denominado 
historia familiar, en el cual se regis-
trarán cronológicamente las razones 
de la intervención y las acciones 
ejecutadas. Dicho documento es 
de reserva y únicamente puede ser 
conocido por terceros en los casos 
previstos por la ley.
En los casos de violencia ejerci-
da contra la mujer como violencia 
intrafamiliar, violencia sexual o 
cualquier otro tipo que afecten su 
seguridad o la de sus hijos y/o hi-
jas, la mujer no estará obligada a 
participar en planes de intervención 
familiar estipulados en el presente 
artículo.
Artículo 3°. Adiciónese un artículo 
nuevo a la Ley 1361 de 2009 el cual 
quedará así:
Artículo 5A. Los empleadores po-
drán adecuar los horarios laborales 
para facilitar el acercamiento del 
trabajador con los miembros de su 
familia, para atender sus deberes de 
protección y acompañamiento de su 
cónyuge o compañera(o) permanen-
te, a sus hijos menores, a las perso-
nas de la tercera edad de su grupo 
familiar o a sus familiares dentro 
del 3° grado de consanguinidad que 
requiera del mismo; como también 
a quienes de su familia se encuen-
tren en situación de discapacidad o 
dependencia.

El trabajador y el empleador podrán 

horario y las condiciones de trabajo 
para facilitar el cumplimiento de los 
deberes familiares mencionados en 
este artículo.
Parágrafo. Los empleadores debe-
rán facilitar, promover y gestionar 
una jornada semestral en la que sus 
empleados puedan compartir con su 
familia en un espacio suministrado 
por el empleador o en uno gestio-
nado ante la caja de compensación 
familiar con la que cuentan los em-
pleados. Si el empleador no logra 
gestionar esta jornada deberá permi-
tir que los trabajadores tengan este 
espacio de tiempo con sus familias 
sin afectar los días de descanso, esto 
sin perjuicio de acordar el horario 
laboral complementario.
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Texto aprobado en la plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto aprobado en la plenaria  
del Senado de la República

Artículo 4°. Modifícase el artículo 
6° de la Ley 1361 de 2009, el cual 
quedará así:
Artículo 6°. Día Nacional de la Fa-
milia. Declárese el 15 de mayo de 
cada año, como el “Día Nacional de 
la Familia”.
El Día de la Familia será también 
el “Día sin Redes”, para lo cual los 
operadores de telecomunicaciones 
de internet y telefonía móvil en 
cumplimiento a la función social 
que les asiste, deberán desarro-
llar mensajes que durante ese día 
inviten a los usuarios a no usar la 
comunicación virtual y a dedicarle 
tiempo de calidad, a los miembros 
de su familia.
La Autoridad Nacional de Televi-
sión desarrollará una campaña pe-
dagógica, la cual deberá difundirse 
durante al menos los quince días 
anteriores a la celebración del Día 
de la Familia en la que invite a todas 
las personas a que el 15 de mayo, 
no hagan uso de las redes sociales, 

los miembros de su familia y a que 
el tiempo que dedican al entreteni-
miento como televidentes lo dedi-
quen, ese día, preferencialmente al 
diálogo intergeneracional.

Artículo 5°. Vigencia. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su 
sanción y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

Artículo 4o. Modifíquese el artículo 
6o de la Ley 1361 de 2009, el cual 
quedará así: 
Artículo 6o. Día Nacional de la Fa-
milia. Declárese el 15 de mayo de 
cada año, como el “Día Nacional de 
la Familia”.
El Día de la Familia será también 
el “Día sin Redes”, para lo cual los 
operadores de telecomunicaciones 
de internet y telefonía móvil en 
cumplimiento a la función social 
que les asiste, promoverán men-
sajes que durante ese día inviten a 
los usuarios a un uso responsable 
de todos los medios digitales, ad-
viertan los riesgos que conllevan y 
a dedicarle tiempo de calidad, a los 
miembros de su familia.
La Autoridad Nacional de Televi-
sión destinará espacios institucio-
nales para que las entidades res-
ponsables de la coordinación de la 
celebración del Día de la Familia 
y los operadores de telecomunica-
ciones de internet y telefonía móvil 
puedan desarrollar campañas peda-
gógicas que realcen el valor de la 
familia como núcleo fundamental 
de la sociedad y la importancia del 
diálogo presencial e intergeneracio-
nal entre los miembros de la familia. 
Estos espacios se asignarán durante 
los 15 días antes a la celebración de 
este día
Artículo 5°. Vigencia. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su 
sanción y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

después de un análisis hemos decidido acoger el tí-
tulo y texto aprobado por el honorable Senado de la 
República que recoge en su integridad lo aprobado 
por la Cámara de representantes.

Con fundamento en las anteriores consideracio-
nes, los suscritos conciliadores solicitamos a las Ho-
norables Plenarias del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes, aprobar el Proyecto ley 
número 195 de 2016 Senado, 051 de 2015 Cáma-
ra, 

protección de la familia y se dictan otras disposicio-
nes, conforme con el texto aprobado por la Plenaria 
del Senado de la República, el cual se transcribe a 
continuación:
PROYECTO DE LEY NÚMERO 195 DE 2016  

SENADO, 051 DE 2015 CÁMARA

para adicionar y complementar las medidas de pro-
tección de la familia y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 1° de la Ley 
1361 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto fortalecer y garantizar el desarrollo integral 
de la familia, como núcleo fundamental de la so-
ciedad.

En desarrollo del objeto se contempla como deber 
del Estado proveer a las familias y a sus integrantes, 
herramientas para potenciar sus recursos afectivos, 
económicos, culturales, de solidaridad y criterios de 
autoridad democrática, de manera que los programas 
de atención a la familia y a sus miembros prioricen 
su unidad y la activación de recursos para que fun-
cione como el instrumento protector por excelencia 
de sus integrantes.

Artículo 2°. Adiciónese un artículo nuevo a la 
Ley 1361 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 4A. Las acciones estatales dirigidas a 
proteger a personas en situación de vulnerabilidad 
o de violación de sus derechos deberán incluir aten-
ción familiar y actividades dirigidas a vincular a 
los miembros de la familia a rutas de atención para 
acceder a programas de subsidios, de salud, recrea-
ción, deporte y emprendimiento que mejoren su ca-
lidad de vida donde se les brinde recursos que les 
permita prevenir o superar condiciones de violencia 
o maltrato, inseguridad económica, desescolariza-
ción, explotación sexual o laboral y abandono o ne-
gligencia, uso de sustancias psicoactivas y cuidado 
de personas dependientes en la atención de alguno 
de sus miembros.

Las entidades encargadas de la protección de 
las familias y sus miembros deberán conformar 
equipos transdisciplinares de acompañamiento 
familiar y diseñarán y pondrán en ejecución, en 
cada caso, un plan de intervención en el que se 
planeen las acciones a adelantar y los resultados 
esperados.

Parágrafo. De las actividades desarrolladas se de-
jará constancia en un documento reservado denomi-
nado historia familiar, en el cual se registrarán cro-
nológicamente las razones de la intervención y las 
acciones ejecutadas. Dicho documento es de reserva 
y únicamente puede ser conocido por terceros en los 
casos previstos por la ley.

En los casos de violencia ejercida contra la mu-
jer como violencia intrafamiliar, violencia sexual o 
cualquier otro tipo que afecten su seguridad o la de 
sus hijos y/o hijas, la mujer no estará obligada a par-
ticipar en planes de intervención familiar estipulados 
en el presente artículo.

Artículo 3°. Adiciónese un artículo nuevo a la 
Ley 1361 de 2009 el cual quedará así:

Artículo 5A. Los empleadores podrán adecuar los 
horarios laborales para facilitar el acercamiento del 
trabajador con los miembros de su familia, para aten-
der sus deberes de protección y acompañamiento de 
su cónyuge o compañera(o) permanente, a sus hijos 
menores, a las personas de la tercera edad de su gru-
po familiar o a sus familiares dentro del 3° grado de 
consanguinidad que requiera del mismo; como tam-
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bién a quienes de su familia se encuentren en situa-
ción de discapacidad o dependencia.

El trabajador y el empleador podrán convenir un 

trabajo para facilitar el cumplimiento de los deberes 
familiares mencionados en este artículo.

Parágrafo. Los empleadores deberán facilitar, 
promover y gestionar una jornada semestral en la 
que sus empleados puedan compartir con su familia 
en un espacio suministrado por el empleador o en 
uno gestionado ante la caja de compensación fami-
liar con la que cuentan los empleados. Si el emplea-
dor no logra gestionar esta jornada deberá permitir 
que los trabajadores tengan este espacio de tiempo 
con sus familias sin afectar los días de descanso, esto 
sin perjuicio de acordar el horario laboral comple-
mentario.

Artículo 4° Modifíquese el artículo 6° de la Ley 
1361 de 2009, el cual quedará así: 

Artículo 6°. Día Nacional de la Familia. Decláre-
se el 15 de mayo de cada año, como el “Día Nacional 
de la Familia”.

El Día de la Familia será también el “Día sin Re-
des”, para lo cual los operadores de telecomunica-
ciones de internet y telefonía móvil en cumplimiento 
a la función social que les asiste, promoverán mensa-
jes que durante ese día inviten a los usuarios a un uso 
responsable de todos los medios digitales, adviertan 
los riesgos que conllevan y a dedicarle tiempo de ca-
lidad, a los miembros de su familia.

La Autoridad Nacional de Televisión destinará 
espacios institucionales para que las entidades res-
ponsables de la coordinación de la celebración del 
Día de la Familia y los operadores de telecomunica-
ciones de internet y telefonía móvil puedan desarro-
llar campañas pedagógicas que realcen el valor de la 
familia como núcleo fundamental de la sociedad y la 
importancia del diálogo presencial e intergeneracio-
nal entre los miembros de la familia. Estos espacios 
se asignarán durante los 15 días antes a la celebra-
ción de este día

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su sanción y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

De los honorables Senadores y Senadoras,

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
LEY NÚMERO 166 DE 2016 SENADO,  

104 DE 2015 CÁMARA
por medio de la cual se reglamenta la actividad  

del entrenador(a) deportivo(a)  
y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 15 de junio de 2017
Doctor
ÓSCAR MAURICIO LIZCANO ARANGO
Presidente
Senado de la República
Doctor
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidente
Cámara de Representantes
E. S. D.
Asunto: Informe de conciliación al Proyecto ley nú-

mero 166 de 2016 Senado, 104 de 2015 Cámara, por me-
dio de la cual se reglamenta la actividad del entrenador(a) 
deportivo(a) y se dictan otras disposiciones.

Respetados Presidentes:
En consideración a la designación efectuada por las 

Presidencias del Senado de la República y de la Cámara 
de Representantes y con fundamento en lo dispuesto en 
los artículos 161 de la Constitución Política y 186 de la 
Ley 5ª de 1992, los suscritos Senadores y Representan-
tes a la Cámara, miembros de la Comisión Accidental 
de Conciliación, nos permitimos someter, por su con-
ducto, a consideración de las Plenarias del Senado de 
la República y de la Cámara de Representantes, para 
continuar su trámite correspondiente, el texto concilia-
do del proyecto de ley indicado en la referencia.

después de un análisis hemos decidido acoger el título 
y texto aprobado por el Honorable Senado de la Re-
pública que recoge en su integridad lo aprobado por la 
Cámara de representantes.

Con fundamento en las anteriores consideraciones, 
los suscritos conciliadores, solicitamos a las Honora-
bles Plenarias del Senado de la República y de la Cáma-
ra de Representantes, aprobar el Proyecto ley número 
166 de 2016 Senado, 104 de 2015 Cámara, por medio 
de la cual se reglamenta la actividad del entrenador(a) 
deportivo(a) y se dictan otras disposiciones, conforme 
con el texto aprobado por la Plenaria del Senado de la 
República, el cual se transcribe a continuación:

PROYECTO LEY NÚMERO 166 DE 2016  
SENADO, 104 DE 2015 CÁMARA

por medio de la cual se reglamenta la actividad  
del entrenador(a) deportivo(a)  
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO 1
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. La presente ley reconoce y re-
glamenta la actividad del entrenador(a) deportivo(a), 
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principios que la rigen y determina las responsabi-
lidades del Colegio Nacional de Entrenamiento De-
portivo.

Artículo 2°. . Entrenador(a) deportivo(a) 
es el responsable de orientar con idoneidad procesos 
pedagógicos de enseñanza, educación y perfecciona-

que practican un determinado tipo de deporte, discipli-
na o modalidad deportiva.

Esta orientación se realiza en niveles de formación 
deportiva, perfeccionamiento deportivo y de altos lo-
gros deportivos.

Artículo 3°. Naturaleza y propósito. La actividad del 
entrenador(a) deportivo(a), es de naturaleza pedagógica 
e interdisciplinaria; y tiene el propósito de desarrollar 
las capacidades de los practicantes de un determinado 
tipo de deporte o disciplina o modalidad deportiva de 
manera individual o colectiva, se desarrolla mediante 

orientación de principios de la teoría y metodología del 
entrenamiento deportivo.

Artículo 4°. Principios. Los principios para ejercer 
como entrenador(a) deportivo(a) en Colombia son:

1. Responsabilidad social. Toda actividad rea-
lizada que conlleve a la promoción, mejoramiento 
de la calidad de vida, convivencia y demás valores 
relacionados con la actividad deportiva de las per-
sonas, que tienen derecho a practicar deporte sin 
discriminación de ningún tipo y dentro del espíritu 
deportivo, lo cual exige comprensión mutua, so-
lidaridad, espíritu de amistad y juego limpio; por 
tanto, las actividades inherentes al ejercicio del 
entrenador(a) deportivo(a) imponen un profundo 
respeto por la dignidad humana.

2. Idoneidad profesional. La formación, la expe-
riencia, los resultados, la innovación, la práctica y la ca-
pacitación permanente, del entrenador(a) deportivo(a) 

3. Integralidad y honorabilidad. En la labor del 
entrenador(a) deportivo(a) se deben preservar la ética, 
los principios morales, el decoro y la disciplina que ri-
gen la actividad deportiva, a la vez, asegurar el cum-
plimiento de las reglas de juego o competición y las 
normas deportivas generales.

4. Interdisciplinariedad. La actividad del 
entrenador(a) deportivo(a) es una práctica que debe 
ser desarrollada, observando los fundamentos cientí-

-
-

dáctico de la teoría y metodología del entrenamiento 
deportivo.

5. Unicidad e individualidad. Comprende el en-
torno y las necesidades individuales para brindar una 
formación deportiva humanizada para asegurar un 
proceso de preparación deportiva que tiene en cuen-
ta las características socioculturales, históricas y los 
valores de la persona, la familia y la comunidad de 
procedencia.

Parágrafo. Se incluyen demás principios constitu-
cionales y legales.

CAPÍTULO II
Ejercicio del Entrenador(a) Deportivo(a)

Artículo 5°. Actividades. Las actividades del ejerci-
cio del Entrenador(a) Deportivo(a), según su nivel de 
formación, son:

1. Diseñar, aplicar y evaluar planes individuales y 
colectivos de entrenamiento mediante un proceso cien-

preparación deportiva.
2. Diseñar y ejecutar programas que permitan reali-

del talento deportivo.
3. Formar atletas de diferentes niveles, categorías y 

género.
4. Administrar y dirigir planes, programas y proyec-

tos de entrenamiento deportivo en la búsqueda de for-
mación especialización y consecución de altos logros.

5. Dirigir grupos y equipos de trabajo interdiscipli-
nario orientados a procesos de entrenamiento deportivo.

6. Organizar, dirigir y controlar procesos de prepa-
ración deportiva.

7. Toda actividad profesional que se derive de las 
anteriores y que tenga relación con el campo de compe-
tencia del (la) entrenador(a) deportivo(a).

Artículo 6°. Prohibiciones. Son prohibiciones apli-
cables al entrenador(a) deportivo(a):

1. Omitir o retardar el cumplimiento de las activida-
des del entrenador deportivo.

-
dos para realizar sus actividades.

3. Realizar actividades que contravengan la buena 
práctica profesional.

4. Las demás prohibiciones consagradas en el Códi-
go Mundial Antidopaje de la Agencia Mundial Antido-
paje WADA (World Antidoping Agency).

CAPÍTULO III
De la inscripción para los (las) Entrenadores(as) 

Deportivos(as)
Artículo 7°. Acreditación del entrenador(a) 

deportivo(a). Para ejercer como entrenador(a) 
deportivo(a), se requiere estar inscrito en el Registro 
de entrenadores deportivos, lo cual se acreditara con la 
presentación de la tarjeta o documento que para ello se 
expida.

Artículo 8°. Requisitos para obtener la tarjeta de 
entrenador deportivo. Solo podrán ser matriculados en 
el Registro de Entrenadores Deportivos y obtener la tar-
jeta de entrenador deportivo, quienes:

1. Hayan adquirido el título académico de profesio-

-
cialmente reconocidas por el Estado.

2. Hayan adquirido título en el nivel de formación 
tecnológico y técnico profesional en deporte o entrena-
miento deportivo, otorgado por instituciones de Educa-
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de acuerdo con las normas legales vigentes.
3. Hayan adquirido el título académico de profesional 

en el nivel de formación tecnológico y técnico profesional 
en deporte o entrenamiento deportivo, otorgado por Insti-
tuciones de Educación Superior que funcionen en países 
con los cuales Colombia haya celebrado o no tratados o 
convenios sobre reciprocidad de títulos y que sea equiva-
lente al otorgado en la República de Colombia, siempre y 
cuando estos títulos hayan obtenido la convalidación del 
título ante las autoridades competentes, conforme con las 
normas vigentes sobre la materia.

Parágrafo. La persona que a la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley, se encuentre ejerciendo ac-
tividades de entrenamiento deportivo, sin haber adqui-
rido o convalidado un título académico que lo acredite 
como profesional universitario, tecnólogo o técnico 
profesional en las áreas del deporte, educación física o 

-
dor deportivo de carácter provisional por el término de 
cinco (5) años, renovables por cinco (5) años más.

Para obtener el registro de entrenador deportivo, el 

como entrenador deportivo, la cual será expedida por 
el Colegio Colombiano de Educadores Físicos y Profe-

-
mientos que para el efecto expida el Colegio Colombia-
no de Entrenadores Deportivos.

Artículo 9°. Procedimiento de inscripción y matrí-
cula. Para obtener la tarjeta o registro de entrenador de-
portivo de que trata la presente ley, el interesado deberá 
presentar los documentos necesarios para la inscripción, 
fotocopia del documento de identidad y el recibo de con-

Colegio Colombiano de Entrenamiento Deportivo.
Parágrafo 1°. Una vez realizada la solicitud de ins-

cripción permanente y/o provisional, el Colegio Co-
lombiano de Entrenamiento Deportivo realizará los 
trámites internos necesarios; su resultado, ya sea de 
aprobación o negación de la inscripción, será sujeto de 

-

para que cualquier persona dentro de los diez (10) días 
siguientes pueda oponerse a la inscripción.

La negativa de la inscripción solo podrá fundarse en 
la carencia de las condiciones requeridas para la admi-
sión al ejercicio de entrenador deportivo.

Parágrafo 2°. Los costos de inscripción permanente 

Colegio Colombiano de Entrenamiento Deportivo con 
base en los costos.

Artículo 10. Ejercicio ilegal de la actividad. Ejer-
ce ilegalmente como entrenador deportivo y por lo 
tanto incurrirá en las sanciones que decrete la autori-
dad penal, administrativa o de policía correspondiente, 
la persona que sin cumplir los requisitos previstos en 
esta ley o en normas concordantes, practique cualquier 
acto comprendido en el ejercicio de esta profesión. En 
igual infracción incurrirá la persona que, mediante avi-
sos, propaganda, anuncios profesionales, instalación de 

forma, actúe, se anuncie o se presente como entrenador 
deportivo, sin el cumplimiento de los requisitos estable-
cidos en la presente ley.

Parágrafo. También incurre en ejercicio ilegal de la 
actividad, el(la) entrenador(a) deportivo, que estando 
debidamente inscrito en el registro, ejerza la actividad 
estando suspendida su tarjeta o registro respectivo.

CAPÍTULO IV
De las funciones públicas del Colegio Colombiano 

de Entrenamiento Deportivo
Artículo 11. El Colegio Colombiano de Entrenamiento 

Deportivo, como ente rector de dirección, organización y 
control de la actividad del entrenador deportivo y como  
única entidad asociativa que representa los intereses pro-
fesionales de las ciencias del deporte, conformado por 

ejercicio de entrenador deportivo, con estructura interna y 
funcionamiento democrático; a partir de la vigencia de la 
presente ley tendrá las siguientes funciones públicas:

1. Expedir la tarjeta de entrenador deportivo de que 
trata la presente ley a los entrenadores deportivos pre-
vio cumplimiento de los requisitos establecidos en la 
presente ley;

2. Velar por el correcto ejercicio de la actividad, el 
control disciplinario y ético de la misma.

3. Desarrollar tareas de reglamentación, promoción, 
actualización y capacitación de los entrenadores depor-
tivos.

4. Servir como ente asesor y consultor del Gobierno 
nacional en las áreas de su competencia.

CAPÍTULO V

Artículo 13. Período transitorio. Se estable un plazo 
de tres (3) años para obtener la inscripción o registro, 
contados a partir de la vigencia de la presente ley. Para 
estos efectos, los (las) entrenadores (as) deportivos (as) 
podrán seguir ejerciendo la actividad de manera tempo-
ral en el plazo establecido.

Artículo 14. Reglamentación. El Gobierno nacional 
podrá reglamentar los aspectos que resulten necesarios 
para la adecuada aplicación de la presente ley. De igual 
manera, determinará con el acompañamiento del Cole-
gio Colombiano de Entrenamiento Deportivo el proce-
so deontológico y bioético disciplinario, su estructura y 
funcionamiento.

Artículo 15. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las 
demás disposiciones que le sean contrarias.
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INFORME SOBRE OBJECIONES PRESIDEN-
CIALES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 40 

DE 2014 SENADO, 193 DE 2015 CÁMARA
por medio de la cual se dicta el Código Disciplina-
rio Profesional del Administrador Ambiental, y se  

dictan otras disposiciones.
Bogotá D. C., abril de 2016
Honorable Senador
ÓSCAR MAURICIO LIZCANO ARANGO
Presidente
Honorable Senado de la República
La Ciudad
Honorable Representante:
MIGUEL ÁNGEL PINTO
Presidente
Honorable Cámara de Representantes
La Ciudad
Distinguidos Presidentes.
Dando cumplimiento a la designación hecha por 

las Mesas Directivas del honorable Senado de la Re-
pública y la honorable Cámara de Representantes, en 
concordancia con lo dispuesto en el artículo 167 de 
la Constitución Nacional y 199 de la Ley 5ª de 1992, 
de manera atenta nos permitimos rendir el presente 
informe a las objeciones presidenciales por incons-
titucionalidad e inconveniencia, en los siguientes 
términos:

1. ANTECEDENTES DEL TRÁMITE LE-
GISLATIVO SURTIDO EN EL HONORABLE 
SENADO DE LA REPÚBLICA Y LA HONORA-
BLE CÁMARA DE REPRESENTANTES

La presente iniciativa es de origen parlamentaria, 
radicada por los honorables Congresistas Mauricio 
Aguilar Hurtado y María Eugenia Triana Vargas.

Inició su trámite legislativo por el Senado de la 
República, bajo el número 040 de 2014, designán-
dose como ponente para primer y segundo debate 
al Senador Mauricio Aguilar Hurtado, aprobándose 
los días 22 de octubre de 2014 y 16 de diciembre de 
2015 respectivamente.

Posteriormente pasó el tránsito a Cámara de Re-
presentantes, designándose como ponentes para pri-
mer y segundo debate a los Honorables Congresistas 
Fredy Antonio Anaya (Coordinador), Héctor Javier 
Osorio y Édgar Alexánder Cipriano, aprobándose los 
días 7 de junio de 201... y 20 de junio de 2016 res-
pectivamente.

No obstante, el día 5 de septiembre se nos noti-

una Comisión Accidental para estudiar las objecio-
nes presidenciales presentadas al proyecto de ley en 
referencia.

2. CONSIDERACIONES SOBRE LAS OBJE-
CIONES PRESIDENCIALES

Con base en el artículo 199 de la Ley 5ª de 1992, 
el cual señala que las objeciones pueden obedecer a 
razones de inconstitucionalidad o de inconveniencia, 
el Gobierno nacional ha objetado la presente inicia-
tiva aduciendo ambas motivos fundándose en las si-
guientes consideraciones:

a) Objeciones por razones de inconstitucionali-
dad: Se objetan los siguientes artículos.

- Literal d) del artículo 8°, el cual reza:
Artículo 8°. Prohibiciones a los administradores 

ambientales respecto de sus colegas y demás profe-
sionales: Son prohibiciones respecto de sus colegas:

(…)
d) Proponer servicios con reducción de precios, 

luego de haber conocido las propuestas de otros pro-
fesionales.

Razones:
Dentro de las motivaciones expuestas, a juicio del 

Gobierno, esta prohibición constituye una restricción 
ilegítima de la libertad de competencia, reconocida 
en el artículo 333 de la Constitución Política.

Como se trata de una libertad fundamental, las 
-

das exclusivamente por el logro del bien común y 
-

tes. Además de ello, sostiene que el legislador solo 
podría imponer restricciones a la libertad de ofrecer 
los servicios de dicha profesión cuando fuese indis-
pensable para evitar prácticas atentatorias del interés 
público o cuando las mismas fueran necesarias para 
echar abajo barreras que impiden la libre oferta de 
esos servicios.

En el caso de la norma objetada, ninguno de es-
tos objetivos se cumple, pues la prohibición de que 
un administrador ambiental ofrezca sus servicios por 
debate del precio de su competencia no pretende evi-
tar ningún perjuicio al interés público ni busca levan-
tar una barrera a la libre competencia entre dichos 
profesionales.

La consecuencia directa de la norma objetada 
es que el primer oferente de los servicios de ad-
ministración ambiental tendría el poder de blo-
quear el precio mínimo de la oferta, suprimiendo 
la posibilidad de ofertas más baratas, la priori-
dad en el tiempo le daría una ventaja respecto de 
otros competidores que podrían prestar el mismo 
servicio por menor precio, inhibiendo con ello el 
flujo de caja, y en consecuencia claramente sería 
atentorio de la libre competencia.

Decisión adoptada:
Con base en las anteriores consideraciones, los 

suscritos ACOGEMOS la objeción expuesta sobre 
el literal d) del artículo 8°, suprimiendo tal disposi-
ción del texto del proyecto de ley.

I N F O R M E  S O B R E  O B J E C I O N E S  P R E S I D E N C I A L E S
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- Artículo 43, el cual reza así:
-

Artículo 3°. Funciones del Consejo Profesional 
de Administración Ambiental. El CPAA tendrá las 
siguientes funciones:

-
tradores Ambientales que cumplan con los requisitos 
de ley.

-

ejercicio de sus funciones.
4. Colaborar con las entidades públicas y priva-

-
nes, acordes con las necesidades del sector ambien-
tal nacional e internacional.

las que se impartan programas que habilitan como 
profesional en Administración Ambiental, para que 
entre ellos elijan a los representantes del Consejo 
Profesional de las Instituciones de Educación Supe-
rior Públicas y Privadas.

-
nes de Educación Superior Públicas y Privadas 
que impartan programas profesionales en Admi-
nistración Ambiental que acrediten el título pro-
fesional conferido, para que entre ellos elijan a 
su representante.

7. Emitir conceptos y responder consultas sobre 
aspectos relacionados con el ejercicio de la Admi-
nistración Ambiental, cuando así se le solicite para 
cualquier efecto legal o profesional.

8. Denunciar ante las autoridades competentes 
las violaciones al ejercicio legal de la administra-

-
do con sus necesidades y determinación.

de las demás normas que la reglamenten y comple-
menten.

la conducta de administradores ambientales, que 
violen los mandatos de la presente ley, del correcto 
ejercicio y del Código de Ética Profesional, absol-
viendo o sancionando, oportunamente, a los profe-
sionales investigados.

propios recursos.

-
plementarias.

Razones:
A juicio del Gobierno, si bien el numeral 3 del 

que su contenido va en contravía del principio de le-
galidad del tributo, previsto en el artículo 338 de la 
Cara Política.

Aduce que el artículo citado exige que la ley 

hechos y la base gravable y la tarifa del impuesto 
aunque, en el caso de las tasas y las contribuciones, 

-
nición de la tarifa.

De ahí que en virtud de este principio la norma 

activo, el sujeto pasivo, el hecho generador, la base 
gravable y la tarifa.

Decisión adoptada:
Teniendo en cuenta las posturas adoptadas por 

la Corte Constitucional sobre el asunto objeto de 
análisis, es importante resaltar los pronunciamien-
tos hechos en la Sentencia C-530 de 2000, ponencia 
del doctor Antonio Barrera Carbonel, a través de la 
cual se ha precisado que este tipo de hecho gravable, 
como es el costo del servicio que prestaría el Conse-
jo Profesional de Administradores Ambientales, no 
se trataría de “propiamente de recuperar los costos 
de un servicio (inciso 2° artículo 338 C. Pol.) si no 
simplemente de recuperar un costo directo”.

Por la anterior razón no acogemos la objeción 
presidencial presentada sobre el artículo en refe-
rencia.

b) Objeciones por razones de inconveniencia: 
Se objetan los siguientes artículos.

- Literal d) del artículo 9°, el cual reza así:
-

bientales para con sus clientes y el público en gene-
ral. Son deberes para con sus clientes y el público 
en general:

(…)
d) Los profesionales que dirijan el cumplimiento 

de contratos entre sus clientes y terceras personas, 
son ante todo asesores y guardianes de los intereses 
de sus clientes y en ningún caso, les es lícito actuar 
en perjuicio de aquellos terceros.

Razones:
Se aduce que existe una difícil interpretación de la 

norma que impide interpretar su alcance, generando 
un inconveniente en su aplicación; por cuanto no pa-
rece coherente, por lo menos desde el punto de vista 

del profesional con el cliente para luego imponer un 
deber del profesional respecto de un tercero. Por lo 
anterior sugiere revisar la redacción del texto.

Decisión adoptada:
Con base en las anteriores consideraciones, los 

suscritos ACOGEMOS la objeción expuesta sobre 
el literal d) del artículo 9°, presentando una nueva 
redacción a la norma objetada
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- Artículo 42 y artículo 43, los cuales rezan así:
Artículo 42. -

quedará así:
Parágrafo 2°. El proceso de escogencia de los 

integrantes del Consejo Profesional de Administra-

etapas:
a) Convocatoria a través de la página web del 

el respectivo envío físico o por medios electrónicos 
de la invitación a las Instituciones de Educación 
Superior Públicas y Privadas, registradas en el 
Sistema Nacional de Información de la Educación 
Superior (SNIES) para que postulen su candida-
to como representante ante el Consejo. Asimismo, 
se procederá con los representantes legales de los 
egresados de los programas de Administración 
Ambiental inscritos por las instituciones de Edu-
cación Superior;

b) Inscripción y postulación ante el Consejo 
Profesional de Administración Ambiental, la cual 

-
tes a la fecha de notificación del aviso de convo-
catoria;

c) Se procederá la votación para la lección de los 
integrantes del Consejo, escogiendo a quienes ob-
tengan la mitad más uno de los votos válidos de los 
asistentes.

Asimismo, elegirá de su seno, para un periodo 

mayoría de votos de sus miembros.
-

Artículo 3°. Funciones del Consejo Profesional 
de Administración Ambiental. El CPAA tendrá las 
siguientes funciones:

-
tradores Ambientales que cumplan con los requisitos 
de ley.

-

ejercicio de sus funciones.
4. Colaborar con las entidades públicas y priva-

-
nes, acordes con las necesidades del sector ambien-
tal nacional e internacional.

las que se impartan programas que habilitan como 
profesional en Administración Ambiental, para que 
entre ellos elijan a los representantes del Consejo 
Profesional de las Instituciones de Educación Supe-
rior Públicas y Privadas.

de Educación Superior Públicas y Privadas que im-
partan programas profesionales en Administración 
Ambiental que acrediten el título profesional confe-
rido, para que entre ellos elijan a su representante.

7. Emitir conceptos y responder consultas sobre 
aspectos relacionados con el ejercicio de la Admi-
nistración Ambiental, cuando así se le solicite para 
cualquier efecto legal o profesional.

8. Denunciar ante las autoridades competentes 
las violaciones al ejercicio legal de la administra-

-
do con sus necesidades y determinación.

de las demás normas que la reglamenten y comple-
menten.

la conducta de administradores ambientales, que 
violen los mandatos de la presente ley, del correcto 
ejercicio y del Código de Ética Profesional, absol-
viendo o sancionando, oportunamente, a los profe-
sionales investigados.

propios recursos.

-
plementarias.

-

Parágrafo. También tendrán aplicación las dis-
posiciones de la presente ley para las profesiones 
denominadas Administración Ambiental y de los Re-
cursos Naturales, Administración y Gestión Ambien-
tal, que de la misma forma con la Administración 
Ambiental podrán ser impartidas bajo las modalida-
des educativas presencial y a distancia.

Razones:

ley una norma reglamentaria, existe una intromisión 
del legislador en la órbita regulatoria del Presidente 
de la República o podría sugerir que este ha perdi-
do la potestad de derogar el Decreto 1150 de 2008, 
porque dos de sus disposiciones han sido soldadas al 
régimen legal por quien no tenía competencia para 
hacerlo.

De tal manera que estas dudas podrían promover 
procesos judiciales innecesarios, por lo cual se re-
solvería si las disposiciones objetadas renunciarán a 
mencionar de manera explícita que su intención es 

con que se trate de una derogatoria tácita.
Decisión adoptada:
Analizando las consideraciones anteriormente ex-

puestas, es necesario retomar el concepto de “coexis-
tencia de ordenamientos” expuesta por Hans Kelsen, 
también denominada “Pirámide del Kelsen” a través 
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del cual se sostiene que existe una coexistencia entre 
“distintas normas y la norma fundamental, median-
te un orden jerárquico entre los ordenamientos, de 
modo que el inferior es autorizado por el superior” .

Lo anterior tiene concordancia con el concepto de 
derogación que hace referencia como al único que 

o supresión de una ley.
-

do en la Sentencia C-159 de 2004, todo lo relaciona-
do con la derogatoria de las leyes, estableciendo que:

(…) el Constituyente dejó en cabeza del legisla-
dor la facultad de interpretar, reformar y derogar las 

(…)

normas de distinta jerarquía sino de la libertad po-
lítica del Legislador, pues ese órgano político decide 

momento era totalmente válida, ya sea para susti-
tuirla por otra disposición, ya sea para que la regu-
lación de la materia quede sometida a los principios 
generales del ordenamiento. Es pues un acto de vo-
luntad política pues el Legislador evalúa, conforme 
a criterios de conveniencia, cuando es oportuno de-
rogar una determinada disposición”.

(…)

forma precisa y concreta los artículos que deroga. 
Es decir, no es necesaria ninguna interpretación, 

o varios preceptos legales, desde el momento en que 

Contrario a lo anterior, la derogación tácita su-
pone un cambio de legislación, una incompatibi-
lidad con respecto a lo regulado en la nueva ley y 
la ley que antes regía. Hecho que hace necesaria 
la interpretación de ambas leyes, para establecer 
qué ley rige la materia, o si la derogación es total 
o parcial.

Los planteamientos anteriores nos permiten to-

dado por el Presidente de la República, quien consi-
dera que la derogación expresa es una intromisión del 
legislador en la potestad reglamentaria del Presiden-
te, situación que es totalmente equivoca por cuanto 
como lo sostiene la Corte, la facultad de legislar es 
de exclusividad del Congreso de la República por ser 
esta su naturaleza, de tal forma que con base en la 
jerarquía de las normas cualquier ley puede derogar 
de forma expresa una norma de categoría inferior, en 
este caso un decreto reglamentario.

Ahora bien, acoger la sugerencia de adoptar una 
derogatoria tacita de las normas objetadas si podría 

-

1 DUARTE DE FEZ, Héctor. Constitución Política e Ins-
trucción Cívica II Edición. Pág. 4. Bogotá, Colombia. 
2003.

cuanto al no tener certeza si la nueva norma deroga 
una anterior suscitaría el estudio interpretativo de la 
norma que conlleva en algunos casos hasta procesos 
judiciales para determinar su aplicación.

Por las anteriores razones no acogemos la obje-
ción presidencial presentada sobre el artículo en re-
ferencia.

c) Observaciones de forma

En vista de que la devolución del expediente 
constituye una nueva oportunidad para revisar el tex-
to del proyecto desde un punto de vista meramente 
formal, el Gobierno se permite señalar los siguientes 

para sanción Presidencial.

-
jo Profesional de Administradores Ambientales, que 
en el proyecto aparece indistintamente nominado 
como CPAA y COPAAM.

b) Literal g) del artículo 3°: falta la preposición 
“en” después de la palabra “Administración”.

c) Literal c) del artículo 5°: cambiar “ ” 
por “ ”.

d) Literal a) del artículo 11: cambiar “concurso s” 
por “concursos” y suprimir “a), ya que solo existe 
un único literal.

e) Artículo 32: cambiar “hábil es” por “hábiles”.

f) Artículo 37: cambiar “subsidió” por “subsidio”.

g) El primer capítulo de la ley es el Capítulo II, 
pero no hay Capítulo I.

h) El primer título de la ley es el Título III, pero 
no hay Títulos I y II.

Decisión adoptada:

Teniendo en cuenta que las observaciones han a 
lugar, SE ACOGERÁN las sugerencias presentadas.

3. PROPOSICIÓN

Por consiguiente solicitamos a las Plenarias del 
Honorable Senado de la República y de la Cámara de 
Representante aprobar el Informe de Objeciones del 
Proyecto de ley número 40 de 2014 Senado, 193 
de 2015 Cámara, por medio de la cual se dicta el 
Código Disciplinario Profesional del Administrador 
Ambiental y se dictan otras disposiciones, conforme 
al texto adjunto.
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TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 40 DE 2014 SENADO,  

193 DE 2015 CÁMARA
por medio de la cual se dicta el Código Disciplinario 
Profesional del Administrador Ambiental y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

CÓDIGO DE ÉTICA PROFESIONAL  
DEL ADMINISTRADOR AMBIENTAL

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Postulados éticos del ejercicio profe-
sional. El ejercicio profesional de la Administración 
Ambiental, debe ser guiado por criterios, conceptos 

lo tanto deberá estar ajustado a las disposiciones de 
las siguientes normas que constituyen su Código de 
Ética Profesional.

Parágrafo. El Código de Ética Profesional adop-
tado mediante la presente ley será el marco del 
comportamiento profesional del Administrador Am-
biental y su violación será sancionada mediante el 
procedimiento establecido en el presente título.

CAPÍTULO II
De los deberes y obligaciones

Artículo 2°. Deberes generales. Son deberes ge-
nerales de los Administradores Ambientales, los si-
guientes:

a) Cumplir con los requerimientos, citaciones y 
demás diligencias que formule u ordene el Consejo 
Profesional de Administración Ambiental;

b) Custodiar y cuidar los bienes, valores, docu-
mentación e información que por razón del ejerci-
cio de su profesión, se le hayan encomendado o a 
los cuales tenga acceso; impidiendo o evitando su 
sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización 

sido destinados;
c) Permitir el acceso inmediato a los representan-

tes del Consejo Profesional de Administración Am-
biental y autoridades de policía, a los lugares donde 
deban adelantar sus investigaciones y el examen de 
los libros, documentos y diligencias correspondien-
tes, así como prestarles la necesaria colaboración 
para el cumplido desempeño de sus funciones;

d) Denunciar los delitos, contravenciones y faltas 
contra este Código de Ética, de que tuviere cono-
cimiento con ocasión del ejercicio de su profesión, 
aportando toda la información y pruebas que tuviere 
en su poder;

e) Los demás deberes incluidos en la presente ley 
y los indicados en todas las normas legales y técnicas 
relacionados con el ejercicio de su profesión.

Artículo 3°. Prohibiciones generales. Son prohibi-
ciones generales a los Administradores Ambientales:

a) Nombrar, elegir, dar posesión o tener a su servi-
cio, para el desempeño de un cargo privado o público 
que requiera ser desempeñado por profesionales de 
la administración ambiental, en forma permanente 
o transitoria, a personas que ejerzan ilegalmente la 
profesión;

b) Permitir, tolerar o facilitar el ejercicio ilegal de 
la profesión regulada por esta ley;

c) Solicitar o aceptar comisiones en dinero o en 
especie por concepto de adquisición de bienes y ser-
vicios para su cliente, sociedad, institución, etc., para 
el que preste sus servicios profesionales, salvo auto-
rización legal o contractual;

d) Ejecutar actos de violencia, malos tratos, inju-
rias o calumnias contra superiores, subalternos, com-
pañeros de trabajo, socios, clientes o funcionarios del 
Consejo Profesional de Administración Ambiental;

las obligaciones civiles, comerciales o laborales, que 
haya contraído con ocasión del ejercicio de su profe-
sión o de actividades relacionadas con este;

f) Causar, intencional o culposamente, daño o 
pérdida de bienes, elementos, equipos, herramientas 
o documentos que hayan llegado a su poder por ra-
zón del ejercicio de su profesión;

g) Incumplir las decisiones disciplinarias que 
imponga el Consejo Profesional de Administración 
Ambiental u obstaculizar su ejecución;

h) Participar en licitaciones, concursar o suscribir 
contratos estatales cuyo objeto esté relacionado con 
el ejercicio de la administración ambiental, estando 
incurso en alguna de las inhabilidades e incompatibi-
lidades que establece la Constitución y la ley;

i) Las demás prohibiciones incluidas en la presen-
te ley y normas que la complementen y reglamenten.

Artículo 4°. Deberes especiales de administrado-
res ambientales para con la sociedad. Son deberes 
especiales:

a) Estudiar cuidadosamente el ambiente que será 
afectado en cada propuesta de tarea, evaluando los 
impactos ambientales en los ecosistemas involu-
crados, urbanizados o naturales, incluido el entorno 
socioeconómico, seleccionando la mejor alternativa 
para contribuir a un desarrollo ambientalmente sano 
y sostenible, con el objeto de lograr la mejor calidad 
de vida para la población;

b) Rechazar toda clase de recomendaciones en tra-
bajos que impliquen daños evitables para el entorno 
humano y la naturaleza, tanto en espacios abiertos, 

ambiental, tanto en corto como en largo plazo;
c) Ejercer la profesión sin supeditar sus conceptos 

o sus criterios profesionales a actividades partidistas;
d) Ofrecer desinteresadamente sus servicios pro-

fesionales en caso de calamidad pública;
e) Proteger la vida y salud de los miembros de la 

comunidad, evitando riesgos innecesarios en la eje-
cución de los trabajos;
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f) Abstenerse de emitir conceptos profesionales, 
sin tener la convicción absoluta de estar debidamente 
informados al respecto;

g) Velar por la protección de la integridad del pa-
trimonio nacional.

Artículo 5°. Prohibiciones especiales a los ad-
ministradores ambientales respecto de la sociedad. 
Son prohibiciones especiales:

a) Ofrecer o aceptar trabajos en contra de las 
disposiciones legales vigentes, o aceptar tareas que 
excedan la incumbencia que le otorga su título y su 
propia preparación;

informes, solicitudes de licencias urbanísticas, so-
licitudes de licencias de construcción y toda otra 
documentación relacionada con el ejercicio profe-
sional, que no hayan sido estudiados, controlados o 
ejecutados personalmente;

c) Expedir, permitir o contribuir para que se expi-
dan títulos, diplomas, matrículas, tarjetas de matrícu-

-
nal, a personas que no reúnan los requisitos legales 
o reglamentarios para ejercer estas profesiones o no 
se encuentren debidamente inscritos o matriculados;

-
tes, sellos, propagandas y demás medios análogos 
junto con el de personas que ejerzan ilegalmente la 
profesión;

Artículo 6°. Deberes de los administradores am-
bientales para con la dignidad de sus profesiones. 
Son deberes de quienes trata este Código para con la 
dignidad de sus profesiones:

a) Respetar y hacer respetar todas las disposi-
ciones legales y reglamentaras que incidan en actos 
de estas profesiones, así como denunciar todas sus 
transgresiones;

b) Velar por el buen prestigio de estas profesiones;
c) Sus medios de propaganda deberán ajustarse a 

las reglas de la prudencia y al decoro profesional, sin 
hacer uso de medios de publicidad con avisos exage-
rados que den lugar a equívocos sobre su especiali-
dad o idoneidad profesional.

Artículo 7°. Deberes de los administradores am-
bientales para con sus colegas y demás profesiona-
les. Son deberes de los profesionales para con sus 
colegas y demás profesionales de la administración 
ambiental:

a) Abstenerse de emitir públicamente juicios ad-
versos sobre la actuación de algún colega, señalan-
do errores profesionales en que presuntamente haya 
incurrido, a no ser de que ello sea indispensable por 
razones ineludibles de interés general o, que se le 
haya dado anteriormente la posibilidad de reconocer 

dicho profesional caso omiso de ello;

b) Obrar con la mayor prudencia y diligencia 
cuando se emitan conceptos sobre las actuaciones de 
los demás profesionales;

c) Fijar para los colegas que actúen como cola-
boradores o empleados suyos, salarios, honorarios, 
retribuciones o compensaciones justas y adecuadas, 
acordes con la dignidad de las profesiones y la im-
portancia de los servicios que prestan;

d) Respetar y reconocer la propiedad intelectual 
de los demás profesionales sobre sus proyectos.

Artículo 8°. Prohibiciones a los administradores 
ambientales respecto de sus colegas y demás profe-
sionales. Son prohibiciones respecto de sus colegas:

a) Difamar, denigrar o criticar injustamente a sus 
colegas, o contribuir en forma directa o indirecta a 
perjudicar su reputación o la de sus proyectos o ne-
gocios con motivo de su actuación profesional;

b) Usar métodos de competencia desleal con los 
colegas;

en cargos técnicos que deban ser desempeñados por 
los profesionales de que trata el presente Código, a 
personas carentes de los títulos y calidades que se 
exigen legalmente;

d) Revisar trabajos de otro profesional sin conoci-
miento y aceptación previa del mismo, a menos que 
este se haya separado completamente de tal trabajo.

Artículo 9°. Deberes de los administradores am-
bientales para con sus clientes y el público en gene-
ral. Son deberes para con sus clientes y el público en 
general:

a) Mantener el secreto y reserva, respecto de toda 
circunstancia relacionada con el cliente y con los tra-
bajos que para él se realizan, salvo obligación legal 
de revelarla o requerimiento del Consejo Profesional 
respectivo;

b) Manejar con honestidad y pulcritud los fondos 

exigidos por los trabajos a su cargo y rendir cuentas 
claras, precisas y frecuentes. Todo ello independien-
temente y sin perjuicio de lo establecido en las leyes 
vigentes;

c) Dedicar toda su aptitud y atender con la mayor 
diligencia y probidad, los asuntos encargados por su 
cliente;

d) Los profesionales que dirijan el cumplimiento 
de contratos entre sus clientes y terceras personas, 
son ante todo asesores y guardianes de los intereses 
de sus clientes.

Artículo 10. Prohibiciones a los administradores 
ambientales respecto de sus clientes y el público en 
general. Son prohibiciones a los profesionales res-
pecto de sus clientes y el público en general:

a) Ofrecer la prestación de servicios cuyo objeto, 
por cualquier razón de orden técnico, jurídico, regla-
mentario, económico o social, sea de dudoso o impo-
sible cumplimiento, o los que por circunstancias de 
idoneidad personal, no pudiere satisfacer;
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-
-

gas ofrecidas por proveedores de equipos, insumos, 
materiales, artefactos o estructuras, por contratistas 
y/o por otras personas directamente interesadas en 
la ejecución de los trabajos que proyecten o dirijan, 
salvo autorización legal o contractual.

Artículo 11. Deberes de los administradores am-
-

res públicos o privados. Son deberes de los profe-
sionales que se desempeñen en funciones públicas o 
privadas, los siguientes:

Actuar de manera imparcial, cuando por las fun-
ciones de su cargo público o privado, sean responsa-

-
nes de licitaciones o concursos;

Artículo 12. Prohibiciones a los administradores 
-

dores públicos o privados. Son prohibiciones cuan-
do desempeñen funciones públicas o privadas, las 
siguientes:

a) Participar en el proceso de evaluación de ta-
reas profesionales de colegas, con quienes se tuviese 

las normas de contratación pública, o vinculación so-
cietaria de hecho o de derecho. La violación de esta 
norma se imputará también al profesional que acepte 
tal evaluación;

CAPÍTULO III
De las inhabilidades e incompatibilidades  

de los administradores ambientales  
en el ejercicio de la profesión

Artículo 13. Régimen de inhabilidades e incom-
patibilidades que afectan el ejercicio. Incurrirán en 
faltas al régimen de inhabilidades e incompatibilida-
des y por lo tanto se les podrán imponer las sancio-

a) Los profesionales que actúen simultáneamente 
como representantes técnicos o asesores de más de 
una empresa que desarrolle idénticas actividades y 
en un mismo tema, sin expreso consentimiento y au-
torización de las mismas para tal actuación;

b) Los profesionales que en ejercicio de sus acti-
vidades públicas o privadas hubiesen intervenido en 
determinado asunto, no podrán luego actuar o aseso-
rar directa o indirectamente a la parte contraria en la 
misma cuestión;

c) Los profesionales no deben intervenir como 
peritos o actuar en cuestiones que comprendan las 
inhabilidades e incompatibilidades generales de ley.

TÍTULO II
RÉGIMEN DISCIPLINARIO

CAPÍTULO I

Artículo 14. Se 
entiende como falta que promueva la acción disci-
plinaria y en consecuencia, la aplicación del pro-
cedimiento aquí establecido, toda violación a las 

prohibiciones y al régimen de inhabilidades e incom-
patibilidades, al correcto ejercicio de la profesión o 
al cumplimiento de las obligaciones impuestas por el 
Código de Ética Profesional adoptado en virtud de la 
presente ley.

Artículo 15. Sanciones aplicables. El Consejo 
Profesional de Administración Ambiental podrá san-
cionar a los Administradores Ambientales responsa-
bles de la comisión de faltas disciplinarias, con:

a) Amonestación escrita;
b) Suspensión en el ejercicio de la profesión hasta 

por cinco (5) años;
c) Cancelación de la matrícula profesional, del 

-
do de matrícula profesional.

Artículo 16. Escala de sanciones. Los Adminis-
tradores Ambientales, a quienes se les compruebe la 
violación de normas del Código de Ética Profesional 
adoptado en la presente ley, estarán sometidos a las 
siguientes sanciones por parte del CPAA:

-
ves, siempre y cuando el profesional disciplinado no 
registre antecedentes disciplinarios, darán lugar a la 
aplicación de la sanción de amonestación escrita;

-
ves, cuando el profesional disciplinado registre an-
tecedentes disciplinarios, darán lugar a la aplicación 
de la sanción de suspensión de la matrícula profesio-
nal hasta por el término de seis (6) meses;

-
ves, siempre y cuando el profesional disciplinado no 
registre antecedentes disciplinarios, darán lugar a la 
aplicación de la sanción de suspensión de la matrí-
cula profesional por un término de seis (6) meses a 
dos (2) años;

-
ves, cuando el profesional disciplinado registre an-
tecedentes disciplinarios, darán lugar a la aplicación 
de la sanción de suspensión de la matrícula profesio-
nal por un término de dos (2) a cinco (5) años;

-
vísimas, siempre darán lugar a la aplicación de la 
sanción de cancelación de la matrícula profesional o 
de su no expedición para aquellos que la obtendrán 
por primera vez.

Artículo 17. Faltas susceptibles de sanción dis-
ciplinaria. Será susceptible de sanción disciplinaria 
todo acto u omisión del profesional, intencional o 
culposo, que implique violación de las prohibicio-
nes; incumplimiento de las obligaciones; ejecución 
de actividades incompatibles con el decoro que exige 
el ejercicio de la administración ambiental; el ejer-
cicio de actividades delictuosas relacionadas con el 
ejercicio de la profesión o el incumplimiento de al-
guno de los deberes que la profesión o las normas 
que la rigen le imponen.

Artículo 18. Elementos de la falta disciplinaria. 
-
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tar enmarcada dentro de los siguientes elementos o 
condiciones:

a) La conducta o el hecho debe haber sido come-
tido por un administrador ambiental, debidamente 
matriculado o en ejercicio de su profesión;

b) La conducta o el hecho debe ser intencional o 
culposo;

c) El hecho debe haber sido cometido en ejercicio 
de la profesión o de actividades conexas o relaciona-
das con esta;

d) La conducta debe ser violatoria de deberes, 
prohibiciones, inhabilidades o incompatibilidades 
inherentes a la profesión de la administración am-
biental;

e) La conducta debe ser apreciable objetivamente 
y procesalmente debe estar probada;

f) La sanción disciplinaria debe ser la consecuen-
cia lógica de un debido proceso, que se enmarque 
dentro de los postulados del artículo 29 de la Consti-

-
plinario establecido en la presente ley.

Artículo 19. Prevalencia de los principios rec-
tores. En la interpretación y aplicación del régimen 
disciplinario establecido prevalecerán, en su orden, 
los principios rectores que determina la Constitución 
Política, este código y el Código Contencioso Admi-
nistrativo.

Artículo 20. Criterios para determinar la grave-
dad o levedad de la falta disciplinaria. El Consejo 
Profesional de Administración Ambiental determi-
nará si la falta es leve, grave o gravísima, de confor-
midad con los siguientes criterios:

a) El grado de culpabilidad;
b) El grado de perturbación a terceros o a la so-

ciedad;
c) La falta de consideración con sus clientes, pa-

tronos, subalternos y, en general, con todas las perso-
nas a las que pudiera afectar el profesional discipli-
nado con su conducta;

d) La reiteración en la conducta;
e) La jerarquía y mando que el profesional disci-

plinado tenga dentro de su entidad, sociedad, la per-
sona jurídica a la que pertenece o representa, etc.;

f) La naturaleza de la falta y sus efectos, según 
la trascendencia social de la misma, el mal ejemplo 
dado, la complicidad con otros profesionales y el 
perjuicio causado;

g) Las modalidades o circunstancias de la falta, 
teniendo en cuenta el grado de preparación, el gra-
do de participación en la comisión de la misma y el 

profesional disciplinado;
h) Los motivos determinantes, según se haya pro-

cedido por causas innobles o fútiles, o por nobles y 
altruistas;

i) El haber sido inducido por un superior a co-
meterla;

j) El confesar la falta antes de la formulación de 
cargos, haciéndose responsable de los perjuicios 
causados;

k) Procurar, por iniciativa propia, resarcir el daño 
o compensar el perjuicio causado, antes de que le sea 
impuesta la sanción.

Artículo 21. 
Se consideran gravísimas y se constituyen en causal 
de cancelación o no expedición de la matrícula pro-

el Consejo, las siguientes faltas:
a) Derivar, de manera directa o por interpuesta 

persona, indebido o fraudulento provecho patrimo-
nial en ejercicio de la profesión, con consecuencias 
graves para la parte afectada;

b) Obstaculizar, en forma grave, las investigacio-
nes que realice el Consejo Profesional de Adminis-
tración Ambiental;

compromisos profesionales, cuando con tal conduc-
ta causen grave detrimento al patrimonio económico 
del cliente o se afecte, de la misma forma, el patri-
monio público;

d) La utilización fraudulenta de las hojas de vida 
de sus colegas para participar en concursos, licitacio-
nes públicas, lo mismo que para suscribir los respec-
tivos contratos;

e) Incurrir en algún delito que atente contra sus 
clientes, colegas o autoridades de la República, 
siempre y cuando la conducta punible comprenda el 
ejercicio de la administración ambiental;

f) Cualquier violación gravísima, según el criterio 
del Consejo, del régimen de deberes, obligaciones y 
prohibiciones que establecen el Código de Ética y la 
presente ley.

Artículo 22. Concurso de faltas disciplinarias. El 
Administrador Ambiental que con una o varias ac-
ciones u omisiones infrinja varias disposiciones del 
Código de Ética Profesional o varias veces la misma 
disposición quedará sometido a la que establezca la 
sanción más grave o, en su defecto, a una de mayor 
entidad.

Artículo 23. -
ta disciplinaria
comete:

a) Por fuerza mayor o caso fortuito;
b) En estricto cumplimiento de un deber legal;
c) En cumplimiento de orden legítima de au-

toridad competente emitida con las formalidades 
legales.

Artículo 24. El investigado 
tendrá acceso a la queja y demás partes del expedien-
te disciplinario solo a partir del momento en que sea 
escuchado en versión libre y espontánea o desde la 

Artículo 25. Principio de imparcialidad. El 
Consejo Profesional de Administración Ambiental 
deberá investigar y evaluar tanto los hechos y cir-
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cunstancias desfavorables como los favorables a los 
intereses del disciplinado.

Artículo 26. Dirección de la función disciplina-
ria. Corresponde al Presidente del Consejo Profesio-
nal de Administración Ambiental la dirección de la 
función disciplinaria, sin perjuicio del impedimento 
de intervenir o tener injerencia en la investigación.

Artículo 27. Principio de publicidad. El CPAA 
respetará y aplicará el principio de publicidad dentro 
de las investigaciones disciplinarias; no obstante, ni 
el quejoso ni terceros interesados se constituirán en 
partes dentro de estas.

CAPÍTULO II
Procedimiento disciplinario

Artículo 28. Iniciación del proceso disciplinario. 
El proceso disciplinario de que trata el presente ca-
pítulo se iniciará por queja interpuesta por cualquier 
persona natural o jurídica, la cual deberá formularse 
por escrito ante el Consejo Profesional de Adminis-
tración Ambiental.

Parágrafo 1°. No obstante, en los casos de públi-
co conocimiento o hecho notorio y cuya gravedad lo 
amerite, a juicio del CPAA deberá asumir la investi-

Artículo 29. Recibida la 
queja por el Consejo, a través de la Secretaría pro-

la queja y mediante auto, ordenará la investigación 

para abrir investigación formal disciplinaria contra 
el presunto o presuntos infractores.

Parágrafo. En todo caso que el quejoso sea re-

fuera absolutamente necesaria para poder continuar 
la investigación preliminar, por adolecer la queja de 

indicio en contra del profesional o su debida identi-

sumariamente el archivo de la queja.
Artículo 30. Investigación preliminar. La inves-

tigación preliminar será adelantada por la Secretaría 
y no podrá excederse de sesenta (60) días, contados 
a partir de la fecha del auto que ordena la apertura 
de la investigación preliminar, durante los cuales se 
decretarán y practicarán las pruebas que el investiga-
dor considere pertinentes y que conduzcan a la com-
probación de los hechos las cuales podrán ser, entre 
otras, testimoniales, documentales, periciales, etc.

Artículo 31. Fines de la indagación preliminar. 

la ocurrencia de la conducta, determinar si es cons-
-

dualizar al profesional que presuntamente intervino 
en ella.

la indagación preliminar, el funcionario competente 
hará uso de los medios de prueba legalmente reco-
nocidos y podrá oír en versión libre y espontánea al 
profesional que considere necesario para determinar 

-
nientes en el hecho investigado.

Artículo 32. 
de la investigación preliminar. Terminada la etapa 
de investigación preliminar, la Secretaría procederá 
dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a ren-
dir un informe al miembro del consejo designado por 
reparto, para que este, dentro de los quince (15) días 

mediante auto motivado, en el que se determinará si 
hay o no mérito para adelantar investigación formal 
disciplinaria contra el profesional disciplinado y en 

el correspondiente pliego de cargos. Si no se encon-
trare mérito para seguir la actuación, el miembro del 
Consejo designado por reparto ordenará en la misma 
providencia el archivo del expediente, informando 
sucintamente la determinación en la siguiente sesión 
ordinaria, para que quede consignado en el acta res-
pectiva, comunicando la decisión adoptada al quejo-
so y a los profesionales involucrados.

Artículo 33. . La Se-

al profesional inculpado. No obstante, de no poder 

en los términos establecidos en el Código Conten-
cioso Administrativo. Si transcurrido el término de 

-
ciere, se proveerá el nombramiento de un apodera-

el Consejo Superior de la Judicatura, con quien se 
continuará la actuación; designación que conlleva-
rá al abogado, las implicaciones y responsabilidades 
que la ley determina.

Artículo 34. Traslado del pliego de cargos. Surtida 
-

pado por el término improrrogable de diez (10) días 
hábiles para presentar descargos, solicitar y aportar 
pruebas. Para tal efecto, el expediente permanecerá a 
su disposición en la Secretaría del Consejo.

Artículo 35. Etapa probatoria. Vencido el tér-
mino de traslado, el miembro del Consejo designa-
do por reparto decretará las pruebas solicitadas por 

conducentes y pertinentes, mediante auto contra el 
cual no procede recurso alguno y el cual deberá ser 
comunicado al profesional disciplinado. El término 
probatorio será de sesenta (60) días.

Artículo 36. . La decisión 

al interesado, por intermedio de la Secretaría, dentro 
de los diez (10) días siguientes a la fecha de la sesión 
en que se adoptó y si no fuere posible, se realizará 
por edicto, en los términos del Código Contencioso 
Administrativo. Contra este procede recurso de ape-
lación ante el pleno del Consejo Profesional de Ad-
ministración Ambiental.

Artículo 37. Recurso de reposición en subsidio 
de apelación. Contra dicha providencia procede el 
recurso de reposición en subsidio de apelación, den-
tro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de la 
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recurso que deberá presentarse ante la Secretaría del 
Consejo por escrito y con el lleno de los requisitos 
que exige el Código Contencioso Administrativo.

El recurso de reposición lo resolverá el miembro 
del Consejo que tiene designado el proceso, el cual 
será resuelto dentro de los diez (10) días siguientes 
a su presentación. Y la apelación será resuelta por 
el pleno del Consejo profesional de Administración 
Ambiental, el cual será resuelto dentro de los quince 
(15 días) siguientes a su presentación.

Artículo 38. Agotamiento de la vía gubernativa. 
El CPAA resolverá el recurso interpuesto, mediante 

-
va y contra la cual no procederá recurso alguno por 
vía gubernativa.

Artículo 39. Cómputo de la sanción. Las sancio-
nes impuestas por violaciones al presente régimen 
disciplinario empezarán a computarse a partir de la 
fecha de la comunicación personal o de la entrega 

-
cionado de la decisión del CPAA sobre la reposición.

Artículo 40. Aviso de la sanción. De toda sanción 
disciplinaria impuesta a un Administrador Ambien-
tal, a través de la Secretaría del CPAA, se dará aviso 
a la Procuraduría General de la Nación, a todas las 
entidades que tengan que ver con el ejercicio profe-
sional correspondiente, con el registro de proponen-
tes y contratistas y a las agremiaciones de profesio-

profesión por parte del sancionado, debiendo estas  
ordenar las anotaciones en sus registros y tomar las 

sanción. La anotación tendrá vigencia y solo surtirá 
efectos por el término de la misma.

Artículo 41. Caducidad de la acción. La acción 

en cinco (5) años contados a partir de la fecha en 
que se cometió el último acto constitutivo de la falta. 
El auto que ordena la apertura de la investigación 
preliminar interrumpe el término de caducidad. El 
proceso prescribirá tres años después de la fecha de 
expedición de dicho auto.

TÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 42 Modifíquese el parágrafo 2° del ar-
tículo 2° del Decreto 1150 de 2008, el cual quedará 
así:

Parágrafo 2°. El proceso de escogencia de los in-
tegrantes del Consejo Profesional de Administración 
Ambiental señalados debe agotar las siguientes etapas:

a) Convocatoria a través de la página web del 
Ministerio Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
respectivo envío físico o por medios electrónicos de 
la invitación a las Instituciones de Educación Supe-
rior Públicas y Privadas, registradas en el Sistema 
Nacional de Información de la Educación Superior 
(SNIES) para que postulen su candidato como repre-
sentante ante el Consejo. Así mismo, se procederá 
con los representantes legales de los egresados de los 

programas de Administración Ambiental inscritos 
por las instituciones de Educación Superior.

b) Inscripción y postulación ante el Consejo Pro-
fesional de Administración Ambiental, la cual se 
realizará dentro de los dos (2) meses siguientes a la 

c) Se procederá a la votación para la elección de 
los integrantes del Consejo, escogiendo a quienes 
obtengan la mitad más uno de los votos válidos de 
los asistentes.

Así mismo, elegirá de su seno, para un periodo 
de un año, Vicepresidente y Secretario Ejecutivo 
por mayoría de votos de sus miembros.

Artículo 43. Modifíquese el artículo 3° del Decre-
to 1150 de 2008, el cual quedará así:

Artículo 3°. Funciones del Consejo Profesional 
de Administración Ambiental. El CPAA tendrá las 
siguientes funciones:

1. Expedir la tarjeta profesional a los Adminis-
tradores Ambientales que cumplan con los requisitos 
de ley.

2. Llevar el registro de las tarjetas profesionales 
expedidas.

3. Señalar y recaudar los derechos que ocasione 
la expedición de la tarjeta profesional de Adminis-

ejercicio de sus funciones.
4. Colaborar con las entidades públicas y priva-

das en el diseño de propuestas para el desarrollo de 

acordes con las necesidades del sector ambiental na-
cional e internacional.

5. Convocar a los decanos de las facultades en las 
que se impartan programas que habilitan como pro-
fesional en Administración Ambiental para que entre 
ellos elijan a los representantes del Consejo Profe-
sional de las Instituciones de Educación Superior 
Públicas y Privadas.

6. Convocar a los egresados de las Instituciones 
de Educación Superior Públicas y Privadas que im-
partan programas profesionales en Administración 
Ambiental que acrediten el título profesional confe-
rido, para que entre ellos elijan a su representante.

7. Emitir conceptos y responder consultas sobre 
aspectos relacionados con el ejercicio de la Admi-
nistración Ambiental cuando así se le solicite para 
cualquier efecto legal o profesional.

8. Denunciar ante las autoridades competentes 
las violaciones al ejercicio legal de la administración 

-
siones auxiliares;

9. Adoptar su propia planta de personal de acuer-
do con sus necesidades y determinación;

10. Velar por el cumplimiento de la presente ley y 
de las demás normas que la reglamenten y comple-
menten.
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11. Atender las quejas o denuncias hechas sobre 
la conducta de administradores ambientales que vio-
len los mandatos de la presente ley, del correcto ejer-
cicio y del Código de Ética Profesional absolviendo 
o sancionando, oportunamente, a los profesionales 
investigados.

12. Aprobar y ejecutar, en forma autónoma, sus 
propios recursos.

13. Expedir su reglamento interno.
14. Las demás que señale la ley y normas com-

plementarias.
Artículo 44. Modifíquese el parágrafo del artículo 1° 

de la Ley 1124 de 2007, el cual quedará así:
Parágrafo. También tendrán aplicación las dis-

posiciones de la presente ley para las profesiones 
denominadas Administración Ambiental y de los 
Recursos Naturales, Administración y Gestión Am-
biental, que de la misma forma con la Administra-
ción Ambiental podrán ser impartidas bajo las moda-
lidades educativas presencial y a distancia.

Artículo 45. Modifíquese el artículo 6º de la Ley 
1124 de 2007, el cual quedará así:

Artículo 6°. Para desempeñar el cargo de Admi-
nistrador Ambiental, las entidades públicas o priva-

das deberán exigir al interesado la presentación de la 
tarjeta profesional. Mientras entra en funcionamien-
to el CPAA, los profesionales podrán mostrar copia 
autenticada de su título profesional para ejercer su 
carrera, teniendo validez hasta que se expida la tar-
jeta profesional.

Artículo 46. 
Ambiental en las convocatorias públicas:

En todas las convocatorias públicas realizadas 
por la Comisión Nacional del Servicio Civil, se in-

profesión para acceder a los distintos cargos en los 

Artículo 47. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las demás normas que le sean contrarias.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
109 DE 2016 SENADO

Bogotá, D. C., junio de 2017
Doctor
LIDIO ARTURO GARCÍA TURBAY
Presidente Comisión Quinta
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer de-

bate al Proyecto de ley número 109 de 2016 Sena-
do, 

.
Honorable Senador:
En cumplimiento del encargo hecho por la Ho-

norable Mesa Directiva de la Comisión Quinta del 
Senado, de conformidad con lo establecido en el artí-
culo 156 de la Ley 5ª de 1992, se procede a rendir in-
forme de ponencia para primer debate del Proyecto 
de ley número 109 de 2016 Senado, por medio de 

.
I. Trámite de la iniciativa

La presente iniciativa legislativa fue presentada 
por los Senadores Jaime Amín Hernández, Thania 
Vega de Plazas, Paloma Susana Valencia Laserna, 

Nohora Stella Tovar Rey, Alfredo Ramos Maya, 
Carlos Felipe Mejía Mejía, Paola Andrea Holguín 
Moreno, Orlando Castañeda Serrano, Daniel Alber-
to Cabrales Castillo, León Rigoberto Barón Neira y 
Fernando Nicolás Araújo Rumié.

Por disposición de la Mesa Directiva de la Comi-
sión Quinta del Senado de la República, fui designa-
do para rendir informe de ponencia en primer debate 
ante esta célula legislativa.

II. Objeto
El presente proyecto de ley tiene por objeto esta-

blecer las disposiciones para la creación de las Gran-

Ley 1715 de 2014, “por medio de la cual se regula 
la integración de las energías renovables no conven-
cionales al Sistema Energético Nacional”.

III. Contenido de la iniciativa
El presente proyecto de ley cuenta con siete (7) 

artículos, entre ellos el de la vigencia.

las granjas solares.

autogeneradores a pequeña escala para facilitar su 

En el artículo cuarto de la presente iniciativa mo-
-

porando estándares internacionales para la venta de 
excedentes con lo cual se busca incentivar la produc-
ción de energía fotovoltaica.
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-
mas que deben brindarse a los autogeneradores

El artículo sexto emite un mandato al Gobierno 
nacional para que reglamente la materia.

El artículo séptimo contiene la vigencia de la 
norma.

IV. Exposición de motivos
1. FEED-IN TARIFF

 es la denominación que se les ha 
dado a las políticas estatales a nivel mundial que 
buscan fomentar la implementación de tecnolo-
gías productoras de energías renovables mediante 
incentivos económicos. Estas prerrogativas por lo 
general están asociadas a contratos a largo plazo 
(hasta por veinte años) con precio de compra di-
ferenciado acorde con los costos de inversión y 
producción.

Este esquema se fundamenta en tres aspectos ge-
nerales: como se aludió en precedencia, el primer 

-
rantice rentabilidad del sistema o por lo menos un 

las redes eléctricas; y tercero, la obligación de com-
pra de la electricidad producto de las energías reno-
vables.1

Las ventajas son notables, pues además de reducir 

contra los racionamientos, descentraliza la produc-
ción de electricidad, hace más competitivo el merca-
do favoreciendo la reducción del precio al consumi-
dor, al tiempo que fomenta aún más la investigación 
para el desarrollo de energías renovables.

Otro sistema con enfoque similar es el denomi-
nado balance neto o medición neta de electricidad, 
cuyo principio es el mismo, incentivar la producción 
de energía limpia, pero en este se favorece la produc-
ción en pequeña escala orientada al autoconsumo. 
Consiste en la instalación de energías renovables 
con conexión bidireccional al sistema eléctrico con-
vencional, mediante el cual se permite al consumidor 
el depósito de excedentes a la red, generándose una 
especie de reserva; así, cuando la demanda sea supe-
rior a la producción, se descontará del consumo de 
la red lo aportado2. Este sistema como valor agrega-
do aporta el hecho del ahorro que representa para el 
consumidor el que no se requiera comprar baterías 
para almacenar energía, pues esta necesidad es supli-
da con el vertimiento en depósito de excedentes a la 
red eléctrica.

Para la conexión del balance neto es parte funda-
mental el medidor bidireccional, que no es otra cosa 
que un sistema que permite contabilizar el consumo 
sustraído de la red (modo tradicional, al tiempo que 
puede efectuar retrocesos cuando se vierta electrici-
dad al sistema.

1 

2 Véase Real Decreto 1699/2011, de 18 de noviembre, por 
el que se regula la conexión a red de instalaciones de 
producción de energía eléctrica de pequeña potencia.

2. Contexto internacional
2.1. Alemania

-
nia se ha convertido en el referente mundial debi-
do al amplio desarrollo legislativo en la materia y 

-
gía, pues actualmente la energía limpia en ese país 
ya supera el 29% del consumo interno3, representa 
el 14% de la energía eólica a nivel mundial4, pero 
más importante aún, sus instalaciones fotovoltai-
cas equivalen al 44% de la totalidad de las instala-
das a nivel global.5

Como tal, los germanos no cuentan con una ley 

dicho aspecto está ampliamente desarrollado en un 
código denominado Erneuerbare Energien Gesetz 
(EEG), en el cual se reglamenta el uso, consumo 
y venta de energías renovables, incluyéndose en 
la misma tanto el sistema de  como 
el de balance neto. Así las cosas, para el caso 
alemán las tarifas diferenciales que se preveían 
en el EEG inicial eran “

 

-
timos/kWh para la generación geotérmica”6. Sin 
embargo, dicho monto ha sido objeto de múltiples 

-
rama económico, teniendo que adecuarse a están-

sistema eléctrico y a la reducción paulatina de pre-
cios de energías renovables conforme los avances 
tecnológicos van permitiendo una mayor produc-
ción con menores costos de inversión.

Aunado a lo anterior, habida cuenta que los ex-
ploradores también hacen uso de la red eléctrica, 
sea que les sirva de respaldo o para la venta de 
producción o excedentes, es coherente exigir que 
asuman un costo pero sin que esto implique que se 
desincentive la implementación de esas tecnolo-
gías. Por tal motivo, conforme a la reforma efec-
tuada a la EEG en 2014 “los grandes fabricantes 

-

3 Dr. Harry Wirth, “Recent Facts about Photovoltaics in 
Germany,” Fraunhofer Institute for Solar Energy Sys-
tems (ISE), 28 July 2014, http://www.ise.fraunhofer.

studien-und-konzeptpapiere/recent-facts-about-photo-
voltaics-in-germany.pdf.

4 http://www.tatsachen-ueber-deutschland.de/es/me-
dio-ambiente-clima-energia/startseite-klima/las-ener-

5 http://solucionessolares.blogspot.com.co/2011/07/el-es-
tado-actual-de-la-energia.html

6 http://www.aicgs.org/issue/the-reform-of-the-germany-
renewable-energy-act-in-2014/
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los paneles solares en los tejados, quedarían 

tendrán que pagar el recargo completo”7.
Si bien pareciera que a futuro los costos de uso 

de la red no serán diferenciados, dicha circunstancia 
tampoco se observa es indispensable para fomentar 
las instalaciones eléctricas de energía limpia, pues 
garantiza la igualdad en términos de acceso a la red 
de quienes usan este tipo de tecnologías con quienes 
usan el sistema tradicional. El punto neurálgico es 

las primas de alimentación, pues mientras estas estén 
ajustadas a los costos de inversión, mantenimiento y 
producción, para el explorador se mantiene la viabi-
lidad de su implementación.

diferenciadas en ese país8:

2.2. España
En España el panorama es algo similar, pues los 

autoconsumidores deben asumir lo que denomi-
nan peajes9, que corresponden a la totalidad de los 
costos que cualquier otro particular deberá asumir 
por concepto de cobertura del sistema eléctrico, así 
como acceso a las redes de transporte y distribu-
ción; empero, si para el respaldo solo se contrata 
una potencia inferior a 10 kW quedaría exento de 
ese pago10.

Por algún tiempo el país ibérico también fue 
modelo del sistema, pues su sistema retributivo era 
ampliamente atractivo para inversionistas en el mer-
cado de las energías renovables. Sin embargo, las 
coyunturas económicas que afronta actualmente han 
impulsado una serie de reformas que han reducido 
ampliamente la factibilidad en la implementación de 
dicha tecnología, viéndose el mayor impacto negati-
vo con la expedición del Real Decreto 900/15. Uno de 
los aspectos más relevantes es el retroceso en cuan-
to al vertimiento de energía eléctrica a la red, pues 
“quienes tengan contratada una potencia no mayor 

a esa cantidad, pueden hacerlo [verter electricidad 
a la red] pero no recibirán nada a cambio”11 por lo 

7 http://www.energias-renovables.com/articulo/alemania-
vota-hoy-una-nueva-ley-de-20140627

8 Unidad de Planeación Minero Energética de Colombia. 
-
-
-

DO NACIONAL. Bogotá D. C. Junio de 2015. Pág. 15
9 Véase parte motiva Real Decreto 900/15. https://www.

boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2015-10927
10 Real Decreto 900/15 artículo 7° num. 2 inc. 2°.
11 http://icasasecologicas.com/autoconsumo-electri-

co-analisis-del-decreto-9002015/

que a las instalaciones domésticas y de pequeña es-
cala solo les sería conveniente el almacenamiento en 
baterías para uso futuro.

2.3. Canadá
Otro país en el cual se ha implementado con éxito 

la política de tarifas de alimentación es Canadá, más 

el sistema del  en el año 2006. Si bien 
allí las tarifas de compra de energía renovable son 

acordes con el costo real de producción y margen de 
rentabilidad de este tipo de tecnologías. A continua-
ción se trae a colación cuadro en que se estipulan 
las tarifas vigentes hasta el 1º de enero de 2015 para 
energía fotovoltaica12:

kilovatio-hora, encontrándose en el primer recuadro 
las tarifas para sistemas implantados en azoteas (o 
instalaciones domésticas) y en el siguiente para las 
demás. Fíjese cómo para la instalación de menor 
producción el valor recibido por kWh vertido es ma-
yor, siendo un claro ejemplo de tarifa diferenciada 
acorde a los costos de inversión-producción-mante-
nimiento. Este esquema es ampliamente favorable al 
autoconsumidor con instalación doméstica o de te-
jado, pues sus excedentes no solo le van a permitir 
obtener a mediano plazo un punto de equilibrio en 
la inversión, sino que al mismo tiempo se asegura la 
rentabilidad convirtiéndose en una buena opción de 
inversión.

2.4. Francia
En Francia las tarifas también resultan atractivas 

-
dos por los norteamericanos. En ese caso se pudo 
evidenciar que para el periodo comprendido entre 
el primero de julio al 30 de septiembre de 2015 la 
Commission de Régulation de l’Energie -
guientes tarifas13 (cuadro con traducción adecuada 

Tipo de bono  
integración

Capacidad 
(kWp)

Tarifas de alimentación  
(€ ct / kWh)

0-9 25.78
0-36 13.95

36-100 13.25
No integrada <12000 6.28

La línea es similar, dando un valor ampliamente 
favorable a las instalaciones domésticas de menos de 
10 kwh. Es una clara política orientada a la indepen-
dencia eléctrica y prevención de la volatilidad de los 
precios de las energías contaminantes, que en el fu-

12 http://fit.powerauthority.on.ca/sites/default/files/ver-
sion3/FIT%20Price%20Schedule%202014-09-30.pdf

13 http://www.photovoltaique.info/+Tarifs-d-achat-du-1er-
juillet-au,818+.html
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representan la cobertura de las redes tradicionales 

sin impacto medioambiental.

2.5. Brasil y Argentina

En este orden de ideas, vistos algunos referentes 
europeos y norteamericano, se pasa al contexto la-
tinoamericano, en donde como aspecto fundamen-
tal se resalta una mayor preeminencia del sistema 
de balance neto, erigiéndose como precursor de la 
región Brasil, que a través de su Agencia Nacional 
de Energía Eléctrica emite la Resolución Normativa 
482/12 mediante la cual regula el sistema de crédi-
tos por vertimiento de excedentes a la red eléctrica, 
preceptuándose que “la energía será transferida en 
calidad de préstamo gratuito al distribuidor, a par-
tir de ahí la unidad de consumo recibirá un crédito 
en energía activa que podrá ser consumido en los 

”14. Este sistema ha sido acogi-
do por provincias argentinas como Chabut, que me-
diante la Ley XVII N° 107 de septiembre de 201315, 
implementa el sistema de balance neto al prever en 
el artículo 3 que “la energía eléctrica activa inyec-
tada por un autogenerador renovable conforme el 
artículo anterior será posteriormente compensada 
por el consumo de energía eléctrica activa de ese 
mismo consumidor en un plazo de hasta treinta y 

”16.

El sistema de balance neto es muy apropiado 
para países en donde la economía no puede soportar 
políticas públicas que impliquen asumir altos cos-

-
pias, ya que como se evidencia no hay exenciones 
tributarias ni compras de electricidad con valores 
diferenciados, solo se permite al autoconsumidor 
el acceso a la red eléctrica para respaldar sus ne-
cesidades y para verter el excedente producido, el 
cual, valga reiterar, se restituye en bruto en un pla-
zo determinado. No puede bajo estas circunstancias 
considerarse fuente de negocio, pues la rentabilidad 
es nula y adicional a lo anterior debe asumirse el 
costo de la instalación, que a largo plazo puede ver-
se compensado con el costo de la energía no consu-
mida de la red eléctrica.

En este sentido, el impacto en el fomento a ener-
gías fotovoltaicas sería muy bajo, pues al prescin-
dirse del incentivo económico sería únicamente la 
conciencia social y la capacidad económica del ex-
plorador los elementos que propiciarían la imple-
mentación del sistema.

2.6. Tarifas diferenciadas en otros países

En estudio realizado por la Unidad de Planeación 
Minero Energética de Colombia se pudo establecer 
que en diversos países se manejan tarifas diferen-

14 http://www.energias-renovables.com/articulo/brasil-da-
luz-verde-al-balance-neto-20121222

15 http://www.legischubut2.gov.ar/digesto/lxl/XVII-107.
html

16 Ibídem.

ciadas para incentivar la implementación de energía 
fotovoltaica, así17:

2.7. Fuentes no convencionales de energía re-
novable: contexto nacional

Ahora bien, en el ámbito nacional se cuenta con 

instalen sistemas de producción energética no con-

2014, en sus artículos 11 y ss. otorga prerrogativas 
que se resumen en exenciones de IVA, arancelarias, 
hasta el 50% del valor del impuesto sobre la renta y 
depreciación acelerada.

Asimismo, en esta ley se autoriza al autoconsu-
midor la entrega de excedentes en calidad de depó-

competencia para determinar los lineamientos bajo 
los cuales se otorgarán los créditos de energía y las 
condiciones de venta en la CREG, que, valga decir, 
a la fecha, para los autogeneradores a pequeña esca-
la no ha emitido la resolución correspondiente. A la 
fecha se tiene la Resolución 024 de 2015, que solo 
prevé la venta de excedentes a los autogeneradores 
a gran escala sin posibilidad de créditos de energía 
por la energía depositada (balance neto), sometiendo 
al generador al régimen dispuesto para estas grandes 

advertir que dicha normatividad no brinda garantías 

veamos:
a) Condiciones de acceso a la red: dispone de 

la existencia de un contrato libre entre las partes 
(transmisor o distribuidor y autogenerador), lo cual 
es completamente inconveniente, pues la posición 
dominante de los transmisores y distribuidores, su-
mado al hecho de que favorecer la conexión, repre-
senta una desventaja competitiva para ellos, puede 

17 Unidad de Planeación Minero Energética de Colombia. 
-
-
-

DO NACIONAL. Bogotá,  D. C. Junio de 2015. Pág. 15.
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traducirse en sobrecostos y obligaciones complejas 
que en últimas restringirían injustamente el acceso 
del autogenerador a la red. Las condiciones de acce-
so a la red deben en todo caso garantizar parámetros 
de igualdad.

b) Restringe la capacidad de comercialización: 
otra seria desventaja es la imposición de interme-
diaciones, pues no obstante es menos rentable la 
producción energética mediante paneles solares, la 
intermediación de los agentes comercializadores, re-
duciéndose prácticamente a cero el margen de ren-
tabilidad.

c) Obligación de competir en el mercado bursátil: 
como se expuso en el acápite anterior, en muchos 
países se han establecido con éxito tablas con valo-

las plantas productoras de energía convencional. De 
este modo se ha incentivado la producción de ener-
gía limpia y los desarrollos tecnológicos con miras 
a la paridad de precios. Así, teniendo en cuenta que 
la Resolución 024 de 2015 de la CREG equipara los 
precios de las FNCER a los de las fuentes conven-
cionales sometiéndolo al mercado bursátil, pone en 

de producción de aquella energía no se vería corres-
pondido con el precio en el mercado, máxime cuando 
en ese proyecto de resolución se prevé la obligación 
para el autogenerador de contar con intermediación 
de mayoristas, limitando aún más su competitividad 
y desincentivando su implementación.

d) Impone declarar la energía depositada: con 
esta medida se restringe la capacidad de producción, 
pues solo se reconoce pago por la energía declarada 
y efectivamente depositada, perdiéndose la contra-
prestación por la efectivamente vertida y no declara-
da cuandoquiera que esta sea mayor.

-
nición de límites para generador a pequeña escala, 
así, para evitar demoras en la implementación por 
falencias en la reglamentación, el proyecto de ley in-
cluye la delimitación de voltaje para las categorías 
de autogenerador a pequeña escala y a gran escala, 
tomando como límite máximo para el primero la me-
dia internacional conforme a los evaluados.

-
bución al autogenerador a pequeña escala para fo-
mentar la implementación de esta tecnología en ese 
nivel, pues conforme a la Resolución 024 de 2015 
de la CREG se les restringe ampliamente. Además, 
con lo aquí planteado se reducen los costos de insta-
lación en la medida que no se requerirían baterías, en 
tanto el sistema de créditos cumple con esa función; 
se garantiza un acceso igualitario a la red y se les 
da capacidad de autorrepresentación. Con las modi-

sistema, la contraprestación total por el vertimiento 
de energía, la supresión de intermediación y la eli-
minación de trabas y exigencias innecesarias a los 
autogeneradores.

En el Estatuto Tributario también se prevén bene-
-

cisiones: primero, en el artículo 158-2 estipula una 

deducción de hasta el 20% de la renta líquida, pero 
atendiendo a que la Ley 1715 es norma posterior, es-

esta de manera preferente a la ley anterior. Segundo, 
el artículo 428 adicionado por el artículo 95 de la 
Ley 788/02 complementa lo establecido en la citada 
legislación al eximir del impuesto sobre las ventas a 
las importaciones relacionadas con proyectos que re-
duzcan agentes contaminantes en el medio ambiente.

De otra parte, la Resolución 084 de 1996 ema-
nada del Ministerio de Minas y Energía se trata en 
concreto las condiciones de acceso a la red y estable-
ce la prohibición de venta de excedentes, excepto en 
situaciones de racionamiento.

La CREG también expidió la Resolución 227 de 
2015, por la cual se ordena hacer público un pro-
yecto de resolución de carácter general, “Por la cual 

” que busca de-

Es claro que la implementación de los sistemas 
de  y balance neto representan grandes 
retos económicos, pues indefectiblemente conlleva 
el pago de subsidios, la exención total o parcial de 
impuestos y costos de acceso a la red, y el incremen-
to en la tarifa de electricidad al consumidor, pero la 
ejecución adecuada de esos esquemas, como es el 
caso de Alemania y Canadá, ha demostrado que en la 
práctica si es posible obtener un equilibrio económi-
co general pese a las implicaciones que representan 
las energías renovables. Ningún esfuerzo es inocuo 
cuando se trata de salvaguardar y restaurar la integri-
dad de nuestro hogar.

Para el caso colombiano, si bien es cierto existen 
-

glamentación para los autogeneradores a gran escala, 
es necesario también implementar los dos sistemas 
en todos los niveles en aras de impulsar exponencial-
mente la implementación de tecnologías amigables 
con el medio ambiente.

Finalmente, frente al término de conexión con-
forme a los protocolos de la Resolución 070/98 para 
estudio de conexión, estudio técnico de seguridad e 
instalación, el término más adecuado y proporciona-
do al trabajo que se requiere es de 45 días, pues uno 
inferior no garantizaría los trámites de estudio de se-
guridad y demás técnicos que se requieren para este 
tipo de sistemas.

3. GRANJAS SOLARES

asemeja a las granjas solares, es la denominada ge-
neración distribuida descrita en la Ley 1715 de 2014, 
que consiste básicamente en plantas de energía solar 
conectadas a un Sistema de Distribución Local, las 
cuales estarían reguladas por la CREG. No obstante, 
a diferencia de la disposición existente, las granjas 
solares tienen un enfoque social, el cual pretende 
suplir las necesidades de abastecimiento eléctrico a 
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población de bajos recursos y favorecer proyectos 
medioambientales y agropecuarios.

A diferencia del artículo 19 num. 4 de esa norma-
tividad, la implementación de granjas solares no está 
supeditada a la voluntad política, sino que la ejecu-
ción de dichos proyectos es un mandato legislativo 
que impone al Gobierno nacional la obligación de 
atender esas necesidades con la utilización de tecno-
logía fotovoltaica.

3.2. Contexto internacional
Uno de los referentes internacionales de plantas 

solares con enfoque social es la Asociación Interna-

éxito proyectos energéticos para sectores rurales y de 
bajos recursos en varios países, así:

-

con el cual se ha logrado la instalación de paneles 
solares en 320.000 hogares, con un costo cercano a 
los US$56 millones18.

Asimismo, ha apoyado proyectos de energía re-
novable enfocados al sector rural y no interconec-
tado en Malí, Sri Lanka y Tanzania, con notorios 
resultados.

Debe tenerse en cuenta que los proyectos de ener-
gía solar con enfoque social no se limitan únicamente 
a brindar energía a los hogares, sus enfoques pueden 
ser diversos; claro ejemplo de ello es Perú, que a través 
del “Fondo de las Américas-Perú, en coordinación con 

Lambayeque, con un novedoso sistema de riego con-
tinuo con energía solar. Se trata de una instalación 

-
nan con una bomba solar sumergible instalada dentro 

abastecimiento se acciona con la energía de los pane-
les fotovoltaicos, permitiendo el riego aun en época 
de sequía”19

frente a las implicaciones que puede acarrear el cambio 
climático, pues con medidas como esa se puede obtener 
un mejor impacto positivo, en la medida que no comba-
te el problema, lo previene.

Otro uso práctico de la energía solar en proyectos 
sociales se observa en las cocinas solares, verbigra-
cia, en Haití se han reemplazado cocinas de leña por 
esta tecnología limpia20, lográndose de esta forma 
un múltiple propósito, pues se suprime la práctica de 
la tala para obtener leña, se evita la emisión de hollín 
y se reducen las complicaciones respiratorias por la 
no exposición a ese factor contaminante.

En este punto es menester traer a colación las pa-
labras del ex ministro de medio ambiente alemán, 
Klaus Töpfer, quien al analizar el impacto de la ener-

18 http://siteresources.worldbank.org/EXTIDASPANISH/
Resources/IDA-Energy-ES.pdf

19 http://www.canariascnnews.com/index.php/especiales/
medioambiente/item/1493-energ%C3%ADa-solar-foto-
voltaica-para-combatir-la-pobreza

20 Ibídem, http://www.canariascnnews.com.

gía solar en la lucha contra la pobreza manifestó: “No 
debemos subestimar el enorme potencial que el sol 
y el viento tienen para la construcción de la riqueza 
mundial y la lucha contra la pobreza. A medida que 
la energía solar es cada vez más rentable, los países 
situados dentro del cinturón solar del planeta podrían 
desarrollar completamente nuevos modelos de negocio 
como la energía barata, limpia les permite procesar sus 
materias primas a nivel local, agregando valor –y el 

”21 Colombia está 
desaprovechando el inmenso potencial de energía solar 

captar altos niveles de radiación solar hasta por doce 
horas al día de forma continua durante todo el año; sin 
embargo, se calcula que a nivel nacional no se han ins-
talado más de 78.000 paneles solares22. Claramente, 
el acceso a este tipo de tecnología emerge como una 
garantía a la búsqueda de condiciones más igualitarias, 

-

acceder a tan esencial servicio y garantizar un abasteci-
miento prácticamente continuo.

4. PROPOSICIÓN FINAL
Bajo las anteriores consideraciones, me permito 

solicitar a la Honorable Comisión Quinta del Senado 
de la República dar primer debate al Proyecto de ley 
número 109 de 2016 Senado, por medio de la cual 

.
Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  
DEBATE PROYECTO DE LEY NÚMERO 109 

DE 2016 SENADO

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el artículo 5° de la Ley 
1715 de 2014, con un nuevo numeral, el cual que-
dará así:

21 Klaus Töpfer, ex Director Ejecutivo del Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente. La Revolu-
ción Solar Precio. Abril de 2015. Publicado en https://
www.project-syndicate.org/commentary/solar-power-
economic-growth-by-klaus-topfer-2015-04.

22 http://www.larepublica.co/responsabilidad-so-
c ia l /colombia-un-mercado-con-potencia l -en-
energ%C3%ADa-solar_3773
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23. Granjas Solares. Se entenderán como granjas 
solares para efecto de esta ley aquellas extensiones 
de tierra que reúnan las condiciones técnicas necesa-

-
ca. Esta agrupación de paneles solares fotovoltaicos 
será utilizada única y exclusivamente para la produc-
ción y distribución de energía eléctrica.

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 19A de la Ley 
1715 de 2014, el cual quedará así:

Artículo 19A. El Estado colombiano dispondrá 
-

cir y distribuir energía eléctrica a los ciudadanos. El 
Gobierno nacional dará prioridad al desarrollo de 

-
mente a los sectores más vulnerables y con menos 
acceso al servicio de energía del país. Para efectos 
de lo anterior, el Gobierno dispondrá de los recursos 
descritos en el artículo 47 de la Ley 143 de 1994, 
demás normas concordantes y del presupuesto na-
cional, el cual debe ser incluido anualmente en la ley 
que decrete el presupuesto de rentas y recursos de 
capital y ley de apropiaciones.

Artículo 3°. Modifíquese el numeral 1 del artículo 
5° de la Ley 1715 de 2014, el cual quedará así:

-
pretar y aplicar la presente ley, se entiende por:

1. Autogeneración. Aquella actividad realizada 
por personas naturales o jurídicas que producen ener-
gía eléctrica principalmente para atender sus propias 
necesidades. En el evento en que se generen exce-
dentes de energía eléctrica a partir de tal actividad, 
estos podrán entregarse a la red y comercializarse, 
en los términos que establezcan la presente ley y la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG), 

2. Autogeneración a gran escala. Autogeneración 
cuya energía supera el límite establecido para los au-
togeneradores a pequeña escala.

3. Autogeneración a pequeña escala. Autoge-
neración cuya energía máxima no supera el límite  
100 kWh.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 8° de la Ley 
1715 de 2014, el cual quedará así:

Artículo 8°. Promoción de la autogeneración a 

El Gobierno nacional promoverá la autogeneración a 
pequeña y gran escala y la generación distribuida por 
medio de los siguientes mecanismos:

a) Entrega de excedentes. Se autoriza a los auto-
generadores a pequeña y gran escala a entregar sus 
excedentes a la red de distribución y/o transporte.

Para el caso de los autogeneradores a pequeña y 
gran escala que utilicen Fuentes no Convencionales 
de Energía Renovable (FNCER), los excedentes que 
entreguen a la red de distribución se reconocerán 
mediante un esquema de medición bidireccional que 
le otorgarán al autogenerador créditos de energía de 
respaldo por igual cantidad que la vertida en el Sis-
tema Interconectado Nacional, los cuales podrán ser 
usados en la hora siguiente y hasta dentro de los tres 

(3) años siguientes a la fecha en que se registrará el 
vertimiento. Si pasados tres años los créditos no han 
sido utilizados, serán pagados en dinero según la ta-
bla de precios para FNCER vigente para el trimestre 
correspondiente.

b) Sistemas de medición bidireccional y meca-
-

cedentes de los autogeneradores a pequeña y gran 
escala. Los autogeneradores a pequeña y gran escala 
podrán usar medidores bidireccionales de bajo costo 
para la liquidación de sus consumos y entregas a la 
red, así como procedimientos sencillos de conexión 
y entrega de excedentes para viabilizar que dichos 
mecanismos puedan ser implementados, entre otros, 
por usuarios residenciales.

c) Venta de energía por parte de generadores dis-
tribuidos, granjas solares, autogeneradores a pequeña 
y gran escala. La energía generada por generadores 
distribuidos, granjas solares, autogeneradores a pe-
queña y gran escala se remunerará con la tarifa dife-

la CREG o quien haga sus veces, teniendo en cuenta 

esta trae al sistema de distribución donde se conecta, 
entre los que se pueden mencionar las pérdidas evi-
tadas, la vida útil de los activos de distribución, el 
soporte de energía reactiva, costos de mantenimiento 
y demás que la CREG o quien haga sus veces deter-

para kWh producido por FNCER podrá ser inferior o 
igual al valor comercial del kWh proveniente de las 
fuentes convencionales, ni estará sometido al merca-
do bursátil, salvo que el mismo generador distribui-
do, granja solar o autogenerador voluntariamente se 

CREG mediante Resolución 157 de 2011 y demás 
normas concordantes. También se le garantizará al 
autogenerador a pequeña escala un precio mayor al 
pagado por kWh al autogenerador, a gran escala en 
la medida proporcional de los sobrecostos que repre-
senta aquel sistema de producción de energía. A falta 
de regulación por parte de la CREG el valor a pagar 

las fuentes convencionales.
No obstante, si en el futuro se observan condi-

ciones equitativas de competitividad en el mercado 
entre las Fuentes Convencionales de Energía y las 
Fuentes no Convencionales de Energía Renovable, 
la CREG o, quien haga sus veces, con base en un es-

-
tarios para la fuente a la que se hubiera demostrado 
la paridad.

El mayor valor al que hace referencia el presente 
literal será subsidiado con cargo al esquema de Car-

Parágrafo 1°. en el momento de la inscripción, el au-
togenerador manifestará de forma expresa y escrita si se 
somete al sistema de ventas descrito en el literal c) o si 
se acoge al sistema de créditos previsto en el literal a). 
Dicha inscripción tendrá una vigencia mínima de un año.

Parágrafo 2°. Todo vertimiento de energía pro-
ducido mediante las FNCER será retribuido por el 
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sistema de créditos o económicamente conforme a lo 
dispuesto en el presente artículo.

Parágrafo 3°. No podrá exigirse a las granjas 
solares, generador distribuido o al autogenerador a 
pequeña o gran escala estar representados por un 
generador o comercializador en el mercado mayo-
rista o en las diferentes operaciones comerciales 
que realice.

Parágrafo 4°. Los autogeneradores no están en 
la obligación de declarar la energía vertida a la red 

-
ción que se haga de los medidores bidireccionales.

d) Venta de créditos de energía. Aquellos autoge-
neradores que por los excedentes de energía entre-
gados a la red de distribución se hagan acreedores 
de los créditos de energía de los que habla el literal 
a) del presente artículo podrán negociar, sin necesi-
dad de intermediarios, dichos créditos y los derechos  
inherentes a los mismos con terceros naturales o ju-
rídicos, conforme a lo dispuesto en el literal anterior;

e) Programas de divulgación masiva. La UPME 
realizará programas de divulgación masiva cuyo ob-
jetivo sea informar al público en general sobre los 

-
mentación de soluciones de autogeneración a peque-
ña escala;

f) Programas de divulgación focalizada. La 
UPME realizará investigaciones sobre los posibles 
nichos en donde sea más probable que se imple-
menten de manera viable las soluciones de auto-
generación a pequeña escala, y con base en esto 
realizará programas de divulgación y capacitación 
focalizados acerca de estas tecnologías, así como la 

-
cieras relacionadas;

g) Precios para los servicios de respaldo. El pre-
cio que los autogeneradores pagarán por los servi-
cios de respaldo no podrá ser superior al que pagan 
los demás usuarios del sistema. Para el consumo de 
energía de la red, no se les hará ninguna exigencia 
diferente a las efectuadas a los usuarios comunes, 
tampoco requerirá para este aspecto intermediación 
alguna. El operador deberá disponer de unas condi-
ciones técnicas mínimas para garantizar la seguridad 
del sistema, las cuales deberán en todo caso observar 
los principios de razonabilidad y economía.

Artículo 5°. Adiciónese la Ley 1715 de 2014 con 
un nuevo artículo, el cual quedará así:

Artículo nuevo. Garantía de acceso a las redes de 
transmisión, distribución y demás. La CREG o quien 
haga sus veces deberá garantizar al autogenerador a 
pequeña y gran escala, a las granjas solares y gene-
radores distribuidos el acceso pleno a los sistemas de 
transmisión, distribución y demás conexiones reque-
ridas previo estudio de conexión que les garanticen 

-
gía a la red de distribución dentro de los cuarenta y 
cinco (45) días calendario siguientes a la solicitud 
radicada ante el organismo correspondiente por parte 
del interesado. De lo contrario, se considerará como 
una práctica restrictiva de la competencia y causal 

de mala conducta atribuible a los funcionarios públi-
cos que hubieren ocasionado la tardanza o evitaran 
la conexión.

Las condiciones de prestación del servicio, así 
como los requisitos y obligaciones para la conexión 
de los autogeneradores a los sistemas de distribu-
ción, transmisión y demás que garanticen el acceso 
al respaldo de la red, en ningún caso podrán ser ma-

usuarios domésticos o a sistemas equiparables con 
la producción doméstica media. Para el caso de los 
autogeneradores a gran escala, granjas solares y ge-
neradores distribuidos, el acceso a esos sistemas se 

-
tas energéticas con las que su producción sea compa-
tible. En todo caso, en los procedimientos de estudio 
y conexión deberán garantizarse los principios de 
celeridad, economía y razonabilidad.

Artículo 6°. El Gobierno nacional reglamentará 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en 
vigencia las disposiciones de la presente ley.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las normas que le sean con-
trarias.

Cordialmente,

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 180 DEL 2016 

SENADO
por medio de la cual se aprueba el Tratado entre la 
República de Colombia y la República del Perú so-
bre Cooperación Judicial en materia Civil, Comer-

Bogotá, D. C., febrero 22 de 2017
Senador
JAIME ENRIQUE DURÁN BARRERA
Presidente
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Honorable Senado de la República
Ciudad
Referencia: Ponencia para segundo debate al 

Proyecto de ley número 180 de 2016 Senado, por 
medio de la cual se aprueba el Tratado entre la Re-
pública de Colombia y la República del Perú sobre 
Cooperación Judicial en materia Civil, Comercial y 
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Respetado señor Presidente:
En cumplimiento a la honrosa designación reali-

zada por la honorable Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda del Honorable Senado de la República, y 
de conformidad con lo establecido en el artículo 174 
de la Ley 5ª de 1992, someto a consideración de los 
honorables Senadores el informe de ponencia para 
segundo debate al Proyecto de ley número 180 del 
2016 Senado, por medio de la cual se aprueba el 
Tratado entre la República de Colombia y la Repú-
blica del Perú sobre Cooperación Judicial en ma-
teria Civil, Comercial y Administrativa, suscrito en 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

180 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se aprueba el tratado entre la 
República de Colombia y la República del Perú so-
bre cooperación judicial en materia civil, comercial 

.
ANTECEDENTES DEL PROYECTO  

DE LEY
El Gobierno nacional, el 10 de noviembre de 

2016, en cumplimiento de los artículos 150 numeral 
16, 189 numeral 2 y 224 de la Constitución Política 
de Colombia, puso a consideración del Honorable 
Congreso de la República, el proyecto de ley “por 
medio de la cual se aprueba el ‘Tratado entre la Re-
pública de Colombia y la República del Perú sobre 
cooperación judicial en materia civil, comercial y 
administrativa’, suscrito en Bogotá, Colombia, el 28 
de marzo de 2007.”

El 13 de junio de 2017 fue aprobado en primer 
debate en la Comisión Segunda Constitucional Per-
manente del Senado de la República

I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El tratado que se pone a consideración de la ple-

naria del Senado de la Republica, busca establecer 
e incorporar al ordenamiento jurídico colombiano 

-
laboración o asistencia mutua y recíproca entre los 
Estados de Colombia y Perú, para que estos pue-
dan adelantar las diligencias y gestiones necesarias 
o imprescindibles en el desarrollo de los procesos 
judiciales, bien sea civiles, comerciales o adminis-
trativos, fuera del territorio del Estado requirente y 
dentro del Estado requerido.

La Cooperación Judicial entre Estados hermanos, 
como lo son las Repúblicas de Colombia y Perú, en 
las materias civiles, comerciales y administrativas 

-
dor, el reconocimiento y la recíproca aplicación y 
ejecución, de las providencias o decisiones que sus 

-
quieren ser ejecutadas, o que produzcan efectos en 
el territorio del otro Estado. Ejemplo de lo anterior 
acaece en circunstancias en que las autoridades del 
otro Estado han de participar, facilitar o coadyuvar 
en la práctica de actos procesales.

Este instrumento, busca reforzar de forma recí-
proca la efectividad de las administraciones de jus-
ticia de los dos estados y la actividad del principio 
universal del debido proceso, en temas civiles, co-
merciales y administrativos, independientemente 
de las fronteras físicas que separan los estados y las 
diferencias existentes entre los dos ordenamientos 
jurídicos.

Este Tratado entre la República de Colombia y la 
República de Perú, que se pone en consideración de 
esta comisión, garantiza el pleno respeto de la so-
beranía jurídica de ambas Repúblicas, estableciendo 
los mecanismos bilaterales orientados a facilitar la 
ejecución o práctica de las decisiones o diligencias 
ordenadas en providencias de sus respectivas autori-
dades judiciales, con la colaboración o participación 
efectiva y fraterna de las autoridades del otro Estado.

La cooperación mencionada surge ante la nece-
sidad creciente de los Estados contemporáneos de 

de que los actos y negocios jurídicos, perfeccionados 
dentro de un marco normativo vigente y en el ámbito 
que delimita el principio de territorialidad de la ley, 
desencadenan, en un mundo cada vez más globaliza-
do e interdependiente, efectos jurídicos y decisiones 
judiciales que necesariamente han de trascender las 
fronteras físicas, jurídicas y judiciales.

El tratado obedece a la voluntad expresa de las 
Repúblicas hermanas de Colombia y Perú de fortale-
cer la cooperación judicial entre los dos países sobre 
la base del respeto mutuo, la soberanía, la igualdad 

reconocimiento y ejecución recíproco de las senten-
cias judiciales proferidas por sus administraciones 

instituciones judiciales, así como coadyuvará a un 
trato equitativo de sus (respectivos) ciudadanos.

Para concretar la colaboración judicial entre las 
Repúblicas hermanas, los Estados colombiano y pe-
ruano acordaron el establecimiento de unas reglas 
de cooperación judicial en materia civil, comercial 
y administrativa, enmarcadas en el Derecho Interna-

en soluciones pragmáticas y efectivas orientadas a 
permitir la ejecución de las decisiones judiciales pro-
feridas y la práctica de diligencias ordenadas, por sus 
respectivas administraciones de justicia, con la plena 
colaboración de sus pares u homólogos, en el terri-
torio de la otra parte, con pleno respeto del núcleo 
esencial del principio del debido proceso.

Esta herramienta de cooperación judicial bina-

materializará a través del reforzamiento de los ca-



Página 30 Jueves, 15 de junio de 2017 G  496

nales de comunicación entre las autoridades de los 
dos estados, la implementación de procedimientos 
para el manejo y trámite de documentos judiciales 

práctica y obtención de pruebas, reconocimiento, 
ejecución o convalidación de sentencias y laudos, 
reglas de competencia, intercambio de información 

La cooperación judicial entre los estados co-
lombiano y peruano facilitará que se adelanten las 
diligencias necesarias para el normal y correcto de-
sarrollo de los asuntos de naturaleza judicial civil, 
comercial o administrativa, fuera del territorio del 
Estado requirente y con la colaboración activa de las 
autoridades del Estado requerido. Esta colaboración, 
se reitera, gira alrededor del reconocimiento y eje-
cución, recíproco, en un plano de fraterna igualdad 
y respeto al principio supremo del debido proceso, 
de las decisiones judiciales proferidas por una au-
toridad judicial debidamente reconocida por el país 
solicitante, ante la imposibilidad jurídica de ejercer 
directamente su poder fuera del territorio propio del 
Estado.

Las Repúblicas de Colombia y Perú, son cons-
cientes de la necesidad de construir mecanismos 
de cooperación que, con pleno respeto de sus res-
pectivos ordenamientos jurídicos, faciliten que sus 
respectivas administraciones de justicia cumplan su 

-
ción del tratado que se somete a consideración del 
Congreso de la República, en el que se han previsto 
una serie de procedimientos que permitan dinamizar 
y hacer más efectiva y oportuna la respuesta a las 
solicitudes de las autoridades judiciales hermanas 
con respecto a la asistencia judicial y legal recíproca, 

instituciones judiciales.
OBJETO DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA

El tratado que se pone a consideración, busca 
establecer e incorporar al ordenamiento jurídico co-

-
ces de colaboración o asistencia mutua y recíproca 
entre los Estados de Colombia y Perú, para que estos 
puedan adelantar las diligencias y gestiones necesa-
rias o imprescindibles en el desarrollo de los proce-
sos judiciales, bien sea civiles, comerciales o admi-
nistrativos, fuera del territorio del Estado requirente 
y dentro del Estado requerido.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA  
LEGISLATIVA

El tratado consta de 49 artículos di-
vididos en 9 Títulos, los cuales se pueden resumir 
así:

• En el artículo 1°, se establece la igualdad de 
trato judicial a los nacionales de los dos estados, por 
parte de sus respectivas autoridades, lo cual constitu-
ye una garantía importantísima para la defensa de los 
derechos humanos fundamentales.

• En el artículo 2°, se establece el ámbito de apli-
cación de lo dispuesto en el tratado y las limitaciones 
al mismo, haciendo énfasis en que el tratado versa 
sobre cooperación judicial en las materias civil, co-
mercial y administrativa.

• En el artículo 3°, se establece que las Partes 
aplicarán sus respectivas leyes nacionales al tramitar 
y ejecutar las solicitudes de asistencia judicial.

• En el artículo 4°, se establece el alcance de la 
asistencia judicial de que trata el tratado.

• En el artículo 5°,
nacionales de los dos estados tendrán, en condicio-
nes de igualdad, frente a las dos administraciones de 
justicia, reforzando la garantía de trato digno y res-
peto a los derechos fundamentales de las personas 
con nacionalidad de cualquiera de los dos estados 
hermanos.

• El artículo 6°,
sobre ingresos, situación personal, familiar y patri-
monial de los sujetos procesales a que haya lugar, 
serán expedidas por la autoridad competente de la 
Parte Requerida.

• El artículo 7°, señala que la autoridad judicial 
que deba resolver sobre la solicitud de asistencia ju-
dicial podrá solicitar información complementaria a 
su contraparte.

• Los artículos 8° y 9°, regulan lo relativo a las 
autoridades centrales para efectos del desarrollo del 
tratado de cooperación, así como lo relacionado con 
los canales de comunicación para la asistencia judi-
cial. Esta autoridad se ubica en cabeza del Ministe-
rio del Interior y de Justicia en Colombia y debe ser 
corregida de forma tal que quede en cabeza del Mi-
nisterio de Justicia y del Derecho. Por su parte, en 
el Estado peruano, la autoridad es el Ministerio de 
Justicia del Perú.

• El artículo 10, regula la denegación de la asis-
tencia judicial, sobre la base de razones de soberanía, 
seguridad nacional, orden público o desbordamiento 
de lo requerido por el solicitante frente a la compe-
tencia legal de las autoridades requeridas.

• El artículo 11, establece que esta asistencia 
debe solicitarse en idioma castellano.

• Los artículos 12 al 15, regulan lo relativo a los 
documentos judiciales y extrajudiciales y sus forma-
lidades mínimas. Igualmente regulan el tema de las 

-
dimiento.

• Los artículos 16 al 27, regulan la solicitud, prác-
tica y obtención de pruebas, peritajes, protección de 
peritos y testigos, así como los gastos relacionados.

• El artículo 28, regula el reconocimiento recí-
proco de las sentencias que sobre las materias civi-
les, comerciales y administrativas expidan las auto-
ridades judiciales de las partes. De forma expresa, se 
dejan por fuera de esta regulación las sentencias en 
materia de sucesiones, de insolvencia, de seguridad 
social y las providencias sobre medidas cautelares.
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• El artículo 29, trata sobre el reconocimiento 
recíproco del efecto de cosa juzgada de los fallos 
ejecutoriados de las autoridades judiciales de ambas 
partes.

• El artículo 30, limita la ejecución forzada o 
coercitiva de las sentencias que no han sido convali-
dadas ante las autoridades del estado hermano.

• Los artículos 31 al 35, regulan la convalidación 
de las sentencias judiciales proferidas por las autori-
dades judiciales de la otra parte.

• El artículo 36, regula el rechazo de la solicitud 
de reconocimiento o convalidación de sentencias ju-
diciales de las autoridades de la otra parte.

• El artículo 37
la convalidación de providencias judiciales y el ar-
tículo 38 la regla relativa al procedimiento aplicable 

• El artículo 39, establece que las sentencias ju-
diciales convalidadas tienen los mismos efectos en 
ambas partes.

• Los artículos 40 a 42, regulan la solicitud e in-
tercambio de información normativa y jurispruden-
cial entre las Autoridades Centrales de las partes.

• El artículo 43 -
dos por las autoridades judiciales de las partes sobre 

• Los artículos 44 y 45, regulan algunas forma-
lidades aplicables a los documentos provenientes de 
las autoridades de las partes y se establece que la 
autenticidad de estos se comprobará a través de las 
respectivas autoridades centrales.

• Los artículos del 46 al 49, regulan la resolución 
por vía diplomática de las eventuales controversias 

del tratado por las partes para su entrada en vigencia 

TEXTO DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA

Bogotá D.C.,
Autorizado. Sométase a la consideración del Ho-

norable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores

(Fdo.) .
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese “Tratado entre la Re-
pública de Colombia y la República del Perú sobre 
cooperación judicial en materia civil, comercial y 
administrativa”, suscrito en Bogotá, Colombia, el 
28 de marzo de 2007.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Tratado entre 
la República de Colombia y la República del Perú 
sobre cooperación judicial en materia civil, comer-

cial y administrativa”, suscrito en Bogotá, Colom-
bia, el 28 de marzo de 2007, que por el artículo pri-
mero de esta ley se aprueba, obligará a la República 
de Colombia a partir de la fecha en que se perfeccio-
ne el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a...
 los Presentado al Honorable Congreso de la Re-

pública por la Ministra de Relaciones Exteriores y el 
Ministro de Justicia y del Derecho.

II. PROPOSICIÓN
En consecuencia, por las razones expuestas me 

permito rendir ponencia positiva y solicitar a los ho-
norables miembros del Honorable Senado de la Re-
pública dar segundo debate al Proyecto de ley nú-
mero 180 de 2016 Senado, por medio de la cual se 
aprueba el Tratado entre la República de Colombia 
y la República del Perú sobre cooperación judicial 
en materia civil, comercial y administrativa, suscrito 

.
De los honorables Congresistas,

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

180 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se aprueba el Tratado entre la 
República de Colombia y la República del Perú so-
bre Cooperación Judicial en materia Civil, Comer-

.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese “Tratado entre la Repú-

blica de Colombia y la República del Perú sobre 
cooperación judicial en materia civil, comercial y 
administrativa, suscrito en Bogotá, Colombia, el 28 
de marzo de 2007.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el Tratado entre 
la República de Colombia y la República del Perú 
sobre cooperación judicial en materia civil, comer-
cial y administrativa, suscrito en Bogotá, Colombia, 
el 28 de marzo de 2007, que por el artículo primero 
de esta ley se aprueba, obligará a la República de 
Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto del mismo.
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Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

De los honorables Congresistas,

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., junio 15 de 2017
Autorizamos el presente informe de ponencia 

para segundo debate presentada por el honorable 
Senador José David Name Cardozo, al Proyecto 
de ley número 180 de 2016 Senado, por medio 
de la cual se aprueba el Tratado entre la Repú-
blica de Colombia y la República del Perú sobre 
Cooperación Judicial en materia Civil, Comercial 
y Administrativa, suscrito en Bogotá, Colombia, 
el 28 de marzo de 2007, para su publicación en la 
Gaceta del Congreso.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE EN COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE 

SENADO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 180 DE 2016 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Tratado entre 
la República de Colombia y la República del Perú 
sobre Cooperación Judicial en materia Civil, Co-
mercial y Administrativa”, suscrito en Bogotá, Co-

lombia, el 28 de marzo de 2007.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese “Tratado entre la Repú-

blica de Colombia y la República del Perú sobre 
Cooperación Judicial en materia Civil, Comercial 
y Administrativa”, suscrito en Bogotá, Colombia, el 
28 de marzo de 2007.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Tratado entre 
la República de Colombia y la República del Perú 
sobre Cooperación Judicial en materia Civil, Co-
mercial y Administrativa”, suscrito en Bogotá, Co-
lombia, el 28 de marzo de 2007, que por el artículo 
1° de esta ley se aprueba, obligará a la República de 

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2017

Gaceta número 496 - Jueves, 15 de junio de 2017
SENADO DE LA REPÚBLICA

INFORME DE CONCILIACIÓN 
Informe de conciliación  y texto conciliado  al Proyecto 

de ley número 097 de 2015 Cámara, 120 de 2016 
senado, por medio de la cual se establecen normas 
de protección y garantías contra abusos hacia los 
usuarios de los servicios públicos de energía y gas y 
se dictan otras disposiciones en materia de protección 
de los usuarios de servicios públicos ................. 1

Informe de conciliación y texto conciliado al Proyecto de 
ley número 212 de 2016 Cámara, 102 de 2015 Senado, 
por medio del cual se regula la instalación y puesta 
en marcha de sistemas automáticos, semiautomáti-
cos y otros medios tecnológicos para la detección 
de infracciones y se dictan otras disposiciones .. 3

Informe de conciliación al Proyecto ley número 195 de 
2016 Senado, 051 de 2015 Cámara, por medio de la 

y complementar las medidas de protección de la 
familia y se dictan otras disposiciones ............... 5

Informe de conciliación al Proyecto ley número 166 de 
2016 Senado, 104 de 2015 Cámara, por medio de la 
cual se reglamenta la actividad del entrenador (a) de-
portivo (a) y se dictan otras disposiciones  8

INFORME SOBRE OBJECIONES 
PRESIDENCIALES

Informe sobre objeciones presidenciales al Proyecto de 
ley número 40 de 2014 Senado, 193 de 2015 Cámara, 
por medio de la cual se dicta el Código Disciplinario 
Profesional del Administrador Ambiental, y se dictan 
otras disposiciones ..................................................... 11

PONENCIAS
Informe de ponencia para primer debate, texto pro-

puesto al Proyecto de ley número 109 de 2016 Se-

Ley 1715 de 2014 ...................................................... 21
Ponencia para segundo debate, texto propuesto y exto 

-
gunda al Proyecto de ley número 180 del 2016 Senado, 
por medio de la cual se aprueba el Tratado entre la 
República de Colombia y la República del Perú sobre 
Cooperación Judicial en materia Civil, Comercial y 
Administrativa, suscrito en Bogotá, Colombia, el 28 
de marzo de 2007 ...................................................... 28

Págs.

C O N T E N I D O

Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE 

SENADO DE LA REPÚBLICA
El texto transcrito fue el aprobado en primer de-

bate en Sesión Ordinaria de la Comisión Segunda del 
Senado de la República, el día trece (13) de junio 
del año dos mil diecisiete (2017), según consta en el 
Acta número 27 de esa fecha.


